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María claudia roMero aMaya
introducción 
El establecimiento de un esquema de aprovechamiento 
vinculado al servicio de aseo en una ciudad como Bogotá, 
que incluya a la población recicladora de oficio –entendida 
1 El presente texto es un subproducto del trabajo de investigación elaborado 
por la autora para la obtención de su título de magíster en gobierno y políticas 
públicas en la Universidad Externado de Colombia. Abarca el período com-
prendido entre 2012 y 2015 y no da cuenta de los avances que han tenido lugar 
en fecha posterior. En consecuencia, se aclara que el presente estudio tomó 
como referentes normativos, el Decreto 1713 de 2002 –que fue reemplazado 
por el Decreto 2981 de 2013– y el Decreto 312 de 2006 –aún vigente, aunque en 
proceso de reformulación– al momento de realizar la investigación, por cuanto 
son los marcos en los cuales se ha dado todo el proceso de formulación de la 
política. No obstante, se hará referencia a los nuevos decretos cuando para 
efectos del análisis se haga necesario. Algunas partes fueron re-estructuradas, 
otras re-escritas, pero en su mayoría son extractos tomados literalmente del 
texto de la tesis. Para quienes estén interesados en conocer más detalles sobre 
el proceso se recomienda leer la tesis completa, disponible en el repositorio 
de la biblioteca de la Universidad Externado de Colombia.
166
esta como la persona natural o jurídica, en condición de 
vulnerabilidad que realiza la labor de reciclaje como fuente 
principal de sustento, demostrada mediante una relación 
comercial constante con bodegas o industrias, con rutas y 
horarios establecidos, cuya actividad se desarrolla en el 
marco de sistemas informales y que puede o no pertenecer 
a una organización (con base en Terraza y Sturzenegger, 
2010)–, no es posible sin la vinculación del gobierno local, 
en lo relativo a la operación; y del gobierno nacional, en el 
ámbito de la normatividad. El sistema de aseo en manos 
exclusivas de privados no garantiza la participación de dicha 
población. Esta situación pone en contradicción valores y/o 
normas2 aceptados por los bogotanos: el aprovechamiento 
de residuos y sus positivas consecuencias sobre el ambiente 
sano, la inclusión social y la libre competencia.
Es esta la circunstancia que ha impedido el establecimien-
to de una política pública de inclusión de recicladores en 
el servicio de aseo de la ciudad y cuya tensión más fuerte 
se vivió en los años 2012 a 2015, durante la administración 
del exalcalde Gustavo Petro. 
Entender la naturaleza de dichas tensiones constituye el 
objeto del presente estudio, las cuales se analizarán bajo la 
lupa de los postulados de Muller, Jobert y Faure3 a propósito 
2 De acuerdo con Muller (2010, p. 117) los valores son “las representaciones 
más fundamentales sobre lo que es bien y lo que es mal, lo que es deseable 
o lo que está por descartar (…) y las normas, definen las diferencias entre lo 
real percibido y lo real deseado”.
3 Muller (2010), contribuye con una teoría sobre la incidencia que tiene la cons-
trucción de referenciales en la definición de políticas públicas. JoBert (1995) 
aporta un elemento interesante al afirmar que la formulación de políticas se 
da bajo la condición de estados fragmentados en los cuales hay presencia de 
segmentos rivales, esto es de intereses contradictorios, situación que permite 
explicar la reacción de los actores involucrados, ante la implementación de 
una política. En el mismo sentido, faure (1995), da luces para comprender 
las dificultades que enfrentan los gobernantes en lo local a la hora de poner 
en marcha la implementación de políticas, por la condición de sujeción que 
tiene el gobernante a mandatos de orden superior y/o por las restricciones 
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de la construcción de referenciales en política pública. Se 
busca responder a la pregunta sobre ¿por qué, a pesar de 
las constantes reivindicaciones de los recicladores y de los 
mandatos de la Corte Constitucional, el intento del exal-
calde Petro por crear un sistema público que incluyera a 
los recicladores en el esquema de aseo de la ciudad generó 
tensiones fuertes que lo condujeron al fracaso? 
Se parte de la premisa de que la implementación de una 
política pública de inclusión de recicladores en Bogotá, si 
bien es el resultado de la presión que ejerce un grupo de la 
sociedad, los propios recicladores, quienes a partir de un 
proceso de mediación buscan reposicionarse en el orden 
social y transformar una situación que, de acuerdo con su 
visión, desatiende sus derechos, desconoce los aportes que 
realiza a la sociedad y los excluye, no ha sido posible por la 
intervención de otros actores que, en defensa del mercado 
y la libre competencia, como principio establecido por el 
marco jurídico y legal en la prestación del servicio de aseo, 
se oponen a la realización de sus expectativas. 
Es decir, no ha sido posible por el choque que se produce 
entre un referencial global, la libre competencia, y uno sec-
torial, la inclusión de los recicladores en el servicio de aseo 
de la ciudad. Esto, a pesar de que, al menos en el ámbito 
de los valores, existe consenso sobre el aprovechamiento de 
residuos y sobre la inclusión de poblaciones vulnerables. En 
otras palabras, existen consensos sobre estos dos últimos 
referenciales, pero contradicciones dentro de ellos4.
Para lograr el objetivo se desarrolló una metodología de 
carácter primordialmente cualitativo y se utilizaron distintos 
instrumentos de investigación, entre ellos la metodología 
de investigación documental a través de fuentes primarias 
que le impone el tener que responder tanto a electores como a segmentos 
de la oposición. 
4 Para una mejor comprensión sobre los conflictos sobre el referencial y dentro 
del referencial, veáse JoBert (1995) y Muller (1995).
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y secundarias, y la realización de entrevistas con actores 
relevantes en el proceso. La escogencia de los mismos se 
hizo bajo el criterio de contar con el testimonio y la argu-
mentación de los actores que, o bien motivaron el diseño 
de la política, o bien tuvieron a cargo su implementación. 
El texto se presenta en cuatro partes. En la primera se 
plantea el debate que existe sobre la pertinencia de que el 
servicio de aseo sea prestado por actores privados o públicos 
y las consecuencias que cada una de estas opciones tiene para 
la inclusión formal de los recicladores en dicho esquema. 
Es decir, se concentra en la tensión que se presenta entre 
dos referenciales globales: libre competencia y concurrencia 
e inclusión social. La segunda parte, revisa el proceso de 
posicionamiento de la población recicladora en la sociedad, 
sus reivindicaciones, organización y actuaciones. También 
se ocupa del surgimiento de la Asociación de Recicladores 
de Bogotá –arB– y su papel como mediador. La tercera, da 
cuenta de la efectividad de la mediación de la arB que se 
concretó con la participación de la Corte Constitucional 
como coadyuvante en la consolidación del referencial sec-
torial. La cuarta parte ilustra al lector sobre los elementos 
principales de la política pública que resulta de la media-
ción, de la consolidación del referente sectorial y relata las 
tensiones que se generaron entre los actores a propósito de 
su implementación. Se ocupa entonces de revisar la tensión 
entre referenciales globales y sectoriales, y de las dificultades 
que comporta la formulación de políticas públicas dada la 
presencia de segmentos rivales, en particular cuando se trata 
de políticas emprendidas por mandatarios locales. El texto 
cierra con un acápite de consideraciones finales.
1. el Mercado coMo referente en la Prestación  
del servicio de aseo: ¿Modelo excluyente?
La aceptación del mercado como referente del esquema de 
prestación del servicio de aseo supone la revisión de dos 
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asuntos. El primero, la tensión que genera la transición 
de un referencial global a otro; para el caso, el paso de un 
concepto de servicio público de aseo ligado a la higiene y 
la salud pública a uno orientado a la gestión adecuada de 
los residuos con inclusión formal de todos los actores que 
hacen parte de la cadena.
El segundo, una configuración del sistema de aseo que, 
con base en consensos sociales respecto al mercado y la libre 
competencia, referente global del momento, excluye a los 
recicladores, creando un conflicto con el referente sectorial 
construido a partir de sus reivindicaciones sobre la vincu-
lación formal a dicho servicio. 
Las políticas públicas orientadas a la prestación del servi-
cio de aseo en ciudades y municipios tienen su origen en la 
necesidad de proporcionar a la población un ambiente sano. 
Ese concepto de “ambiente sano” puede entenderse, como 
lo afirma León Paime (2006), desde dos aristas; por un lado, 
como la necesidad de atender problemas de higiene y salud 
pública, que fueron el motor original de las políticas; y por 
otro, como parte del concepto de gestión ambiental, que en 
este caso implicaría una gestión adecuada de los residuos. 
Desde la segunda perspectiva, la de la gestión ambiental, 
se entendió que los residuos5 no solo tenían que ver con la 
higiene y la salud pública sino con los impactos que la dis-
posición generaba. Y es de allí de donde surge el concepto 
de gestión integral de los residuos sólidos. 
A partir de este reconocimiento, se definió que el servicio 
público de aseo consiste en la recolección de residuos princi-
palmente sólidos e incluye las actividades complementarias 
de transporte, tratamiento, aprovechamiento (cursiva fuera 
5 El presente estudio se concentrará en los residuos sólidos inorgánicos aprovecha-
bles, en adelante material potencialmente reciclable –mpr– de origen domiciliario 
y comercial, según se definen en el Decreto 1713 de 2002. Esto, por cuanto 
son este tipo de residuos los involucrados en la política pública de inclusión 
de recicladores. 
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de texto) y disposición final de los mismos. La segunda 
perspectiva incluye entonces el tema del aprovechamiento 
o reciclaje6 lo que “implica el procesamiento de materiales 
con el fin de transformarlos en nuevos productos (…)” 
(Montes, s.f., p. 301). 
Sobre este entendido, dos temas ameritan reflexión. Uno, 
la discusión sobre si el servicio de aseo debe prestarse por 
empresas privadas o debe hacerlo directamente el muni-
cipio; y dos, la ausencia de un esquema que contemple la 
actividad de aprovechamiento. 
1.1. Esquema de prestación del servicio de aseo: 
discusión entre modelos privados y modelos públicos
Históricamente, ha habido una discusión sobre si el servicio 
de aseo debe ser público o privado. Se parte, eso sí, de que 
la responsabilidad por el manejo adecuado de los residuos 
es de los gobiernos, pero ellos pueden operarlos en forma 
directa o entregar la operación mediante concesiones a 
empresas privadas, tal y como lo establece la Constitución 
colombiana en su artículo 365. 
Estudios como el de Acurio et al. (1997) exponen que, 
desde una perspectiva de eficiencia financiera, resulta con-
veniente la prestación de servicios por parte de privados. 
No obstante, el mismo estudio, Acurio et al. (1997) y otros 
como los de Aluna Consultores (2011), Forero et al. (2010), 
García (2011), Terraza, H. y Sturzenegger, G. (2010), reco-
nocen que uno de los problemas centrales de la exclusión 
de los recicladores se produce cuando el servicio de aseo 
se deja, exclusivamente, en manos de la empresa privada. 
6 Aunque en la legislación colombiana se encuentran definiciones separadas 
para el reciclaje y el aprovechamiento, para efectos del presente estudio se 
toman como una misma actividad por cuanto dichas definiciones no aportan 
diferencias sustanciales. Véase Decreto 1713 de 2002. 
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Al respecto, en una lógica de mercado y si el objetivo 
es, exclusivamente, procurar la higiene y la salud pública, 
la primera postura –prestación por parte de los privados–, 
parece razonable y hay evidencias que demuestran su efi-
ciencia. Es por ello que un número importante de ciudades 
y municipios en países de menores niveles de desarrollo han 
optado por concesionar el servicio de aseo; tal fue el caso 
de las transformaciones del sistema de aseo en la ciudad de 
Bogotá en donde se hizo el tránsito de un esquema público 
de prestación del servicio a un modelo concesional7. 
Bajo el amparo de la Ley 142, expedida en 1994, sobre el 
régimen de servicios públicos domiciliarios, la administra-
ción de la capital liquidó la empresa pública que tenía a cargo 
el manejo de los residuos y amplió al 100% la cobertura en 
la prestación del servicio por parte de las empresas priva-
das, después de un proceso de contratación por concesión. 
El proceso de privatización vinculó tres elementos que 
configurarían un escenario claro para la exclusión de los 
recicladores: i) Concepto de Área Limpia: el cual obliga a 
quienes tienen a cargo la prestación del servicio de aseo, 
a recoger “todo” tipo de material, sin excluir aquel que 
ha sido tradicionalmente el objeto de la actividad de los 
recicladores de oficio; ii) Configuración de Áreas de Servi-
cio Exclusivo –ase–8 lo que indica que los concesionarios 
tienen el deber y la potestad “exclusiva” de recoger “todo” 
7 En Bogotá, la prestación del servicio público de aseo estuvo en manos de la 
Empresa Distrital de Aseo –edis– entre los años 1958 y 1993, momento en el 
cual pasó a manos de empresas privadas contratadas por concesión. Para un 
análisis más detallado de la estructuración, desarrollo y decaimiento de la 
edis se recomienda consultar León PaiMe (2006, pp. 135-172). 
8  Se entiende por Área de Servicio Exclusivo (ase), el área geográfica otorgada 
contractualmente por los municipios y distritos a una persona prestadora del 
 servicio público de aseo, mediante licitación pública, en la cual ninguna 
otra persona prestadora puede ofrecer los servicios y actividades objeto del 
contrato, durante un tiempo determinado, y cuya finalidad es asegurar la 
extensión de la cobertura del servicio a los usuarios de menores ingresos 
(Decreto 0891, 2002).
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tipo de material en el área o áreas que le son asignadas; iii) 
Principio de libre competencia y concurrencia9, por el cual 
los gobiernos municipales y distritales deben garantizar 
condiciones que permitan a “cualquiera” conformar em-
presas, las cuales, “en igualdad de condiciones”, tengan 
por objeto la prestación del servicio público de aseo y sus 
componentes complementarios; o bien, los gobiernos mu-
nicipales y distritales pueden realizar una licitación pública 
en la que “cualquiera” –que cumpla los requisitos exigidos, 
por supuesto– puede participar, para recibir en concesión 
una ase en la cual prestarán el servicio. Lo que implica que 
los ganadores tendrán la obligación de recoger “todo” tipo 
de material y el derecho de hacerlo de manera “exclusiva”. 
Sobre este punto, García (2011), Martínez y Uribe (2013), 
Forero et al. (2010), coinciden en que los mecanismos opera-
tivos establecidos para la contratación del servicio público 
de aseo han excluido, de hecho, la participación de los 
recuperadores informales en dicho servicio sea porque las 
exigencias financieras para participar en las licitaciones 
superaban grandemente las capacidades de las organiza-
ciones, o porque en los intentos posteriores de inclusión, 
la participación otorgada era, a juicio de las propias orga-
nizaciones, claramente insatisfactoria. 
La conjunción de estos tres elementos configura un 
mercado que excluye a los recicladores de tajo. Pues, al 
carecer de las condiciones económicas, técnicas, operativas 
y financieras para cumplir con los requisitos que exigen las 
licitaciones, se ven expuestos a que “otros” deban recoger 
el total del material que producen los ciudadanos, incluido 
aquel que es objeto de su actividad; y, además, que esos 
“otros” ganen el derecho a hacerlo de manera exclusiva en 
los espacios que les son asignados. 
9 El principio de libre competencia y concurrencia se define en la Ley 632 de 
2000.
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Cualquier intento de organización por parte de los reci-
cladores, bajo el esquema descrito, no encontraría terreno 
para la realización de su actividad. Estas afirmaciones 
soportan los planteamientos de quienes reconocen que la 
exclusividad del servicio en manos de privados genera una 
condición de exclusión para los recicladores de oficio. 
Terraza y Sturzenegger, en su estudio de 2010, señalan 
por ejemplo tres casos brasileros en los que por vía legal 
se favorece la participación de los recicladores en la reco-
lección y transformación de residuos. En Bogotá, por el 
contrario, como se afirmó antes, las licitaciones presentan 
fuertes restricciones para su participación. Lo que se ha 
visto es una alta concentración en el sistema de concesio-
nes (Aluna Consultores, 2011); un incumplimiento en las 
expectativas que las organizaciones de recicladores tenían 
sobre la inclusión (Martínez y Uribe, 2013, pp. 12-13); y las 
condiciones exorbitantes tanto técnicas como económicas 
que se exigen y que obviamente excluye toda posibilidad 
de que la población recicladora y sus organizaciones sean 
incluidas (García, 2011). 
Lo anterior, en relación con las normas. Pero también 
en la estructuración misma del sistema, se aboga por una 
participación del municipio. En el estudio de Terraza y 
Sturzenegger (2010) se muestra cómo en los tres casos 
brasileros, el componente de reciclaje, o está en manos 
del municipio, o se hace con un apoyo importante de su 
parte10. En el mismo sentido, en el estudio de Acurio et al. 
(1997) se mencionan ejemplos positivos de la existencia de 
centros de reciclaje en São Paulo, Buenos Aires, Cali, Lima, 
Santiago de Chile, México, Ciudad Juárez y Belo Horizonte, 
pero se advierte que la mayoría de ellos son subsidiados 
10 Para mayor conocimiento sobre las experiencias de las tres ciudades ver 
terraZa y sturZenegger (2010) Dinámicas de organización de los recicladores 
informales: Tres casos de estudio en América Latina. 
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por el municipio. Algunos son más radicales. En el estudio 
de Aluna Consultores (2011) se afirma que la actividad del 
reciclaje en los eslabones primarios, debe ser directamente 
subsidiada por el Estado pues por sí solo no es rentable y, 
por ende, insostenible.
Ahora, en el caso colombiano y en Bogotá, en particular, 
ha existido otra condición que determina la exclusión de la 
población, propia de la forma cómo se ha estructurado el 
servicio: un esquema diseñado que no contempla el apro-
vechamiento de residuos ni incentivos para su realización. 
1.2. Reciclaje y aprovechamiento: los fantasmas  
del sistema
Colombia es uno de los países de la región que cuenta con 
mayores avances en el campo de la política pública (Acurio 
et al., 1997; Corredor, 2010). En el país existe, desde 1998, 
una “Política para la Gestión Integral de los Residuos Sóli-
dos”, formulada por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial –Mavdt–, que definió como objetivos 
fundamentales: a. Minimizar la cantidad de residuos que 
se generan; b. Promover la disminución desde su origen; c. 
Aumentar el aprovechamiento de residuos sólidos; d. Me-
jorar los sistemas de eliminación, tratamiento y disposición 
final de residuos. 
La política implicó, en su momento, un paso adelante en 
la evolución del concepto de prestación del servicio, el cual 
pasaba de la mera garantía a la higiene y la salud pública a la 
gestión de los residuos en su conjunto. 
Esta transformación fue a todas luces positiva. La dificul-
tad se presenta cuando –como lo afirma Suárez (2007)– los 
marcos normativos o de política existen, pero no se aplican 
o tienen un incipiente desarrollo. En el caso de Colombia y 
Bogotá, algo como esto puede apreciarse. Los desarrollos 
normativos son amplios, pero aún hay vacíos que obsta-
culizan una real gestión integral, además de que la confi-
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guración del esquema de aseo y su forma de operación no 
corresponden con los mismos.
En el primer caso –los obstáculos y vacíos de la legisla-
ción-, aunque existe la política, las actividades de minimi-
zación no cuentan con un respaldo legal efectivo por cuanto 
la normatividad colombiana no establece mecanismos 
integrales y coordinados que involucren a los usuarios, 
productores y otros actores económicos para reducir la ge-
neración de residuos (Forero et al., 2010; Acurio et al., 1997). 
El reciclaje tampoco sale bien librado en este sentido. De 
acuerdo con el informe de Aluna Consultores (2011) “las 
condiciones legales restringen la realización de reciclaje y 
no se ofrecen alternativas, el Estado no brinda subsidios 
directos al reciclaje ni implementa políticas favorables al 
oficio y a la población que la realiza (…)” (2011, p. 5). 
En el segundo caso –la ausencia del reciclaje en la estruc-
turación del sistema de aseo–, podría explicarse por el hecho 
de que tan solo recientemente11 la recuperación de material 
reciclado ha empezado a reconocerse como una actividad 
complementaria al servicio; y si bien este reconocimiento 
–que no es solo discursivo sino que ha tenido avances en la 
norma– crea el camino para la formalización, existen aún un 
sinnúmero de acciones que sería necesario emprender para 
que el reconocimiento se traduzca en prácticas concretas.
Dos puntos que ameritan mención: uno general, es la 
falta de estructuración de la cadena en su conjunto (Forero 
et al., 2010). Esto es: hasta hace un par de años, el esquema 
de aseo no hacía una diferenciación entre material aprove-
chable y no aprovechable por lo que la cadena del manejo 
de residuos inicia –aún– con la recolección, continúa con el 
transporte y finaliza con la disposición, de todos los resi-
duos sin distinción. Así, los eslabones relacionados con la 
11 Recuérdese que tan solo en 2013 se expide el Decreto 2891 que hace un énfasis 
importante en el componente de aprovechamiento.
176
generación de residuos, separación, recolección, transporte 
y disposición diferenciada de materiales, no se había con-
templado hasta muy recientemente. Por ello, a pesar de la 
existencia de proyectos piloto, es posible afirmar que no 
existe un esquema estructurado que incluya recolección 
selectiva, espacios para el acopio, la clasificación y la pre-
transformación (Forero et al., 2010).
El otro, se refiere a la forma cómo para el momento de 
realización del presente estudio, se encontraba diseñada 
la tarifa de aseo, la cual no reconocía un componente que 
permitiera pagar la labor que hace el reciclador al recupe-
rar, recoger, transportar, acopiar y comercializar el material 
aprovechable. En consecuencia, y de acuerdo con García 
(2011), el reciclador asume el costo de todas las actividades 
antes mencionadas12. 
En síntesis, el concepto de área limpia, la definición de 
áreas de servicio exclusivo, la definición de la libre compe-
tencia como principio en la prestación de servicios públicos, 
la ausencia en la operación del aprovechamiento como 
componente complementario del servicio y la estructuración 
de la tarifa de aseo que no reconoce un componente para 
pagar la actividad del reciclaje, han constituido, todas ellas, 
condiciones de mercado que excluyen al reciclador de la 
actividad e impiden su formalización. 
Son todas estas las razones que argumentan quienes 
reclamaban una participación más activa de lo público en la
prestación del servicio de aseo. Si el objetivo se enfoca en 
lograr un tratamiento integral de los residuos y reconocer la
labor que realiza la población recicladora de oficio en condi-
ciones de vulnerabilidad en el sistema, la vinculación del 
Estado parece necesaria, particularmente, a partir de la 
estructura local, es decir, desde el municipio.
12 Esto también tiene transformaciones a partir de la Sentencia de la Corte 
Constitucional, como se verá más adelante.
177
Interesante entonces destacar que el referente global 
sobre el mercado y la participación por concurrencia de los 
privados, tradicionalmente aceptado como principio de la 
política pública relacionada con este servicio, se revalúa 
cuando se pasa de garantizar higiene y salud a gestión in-
tegral de los residuos, pero, sobre todo, se revalúa cuando 
se contrapone con el referente sectorial, el de la inclusión 
de las poblaciones más débiles de la cadena.
Esta situación desató los acontecimientos que tuvieron 
lugar en el 2002, cuando la Asociación de Recicladores de 
Bogotá –arB– decidió interponer ante la Corte Constitucional 
una demanda de tutela que buscaba obtener la protección de 
sus derechos al trabajo como consecuencia de las decisiones 
tomadas para la adjudicación de nuevos contratos de con-
cesión para la prestación del servicio de aseo en la capital.
2. actuación de la arB y de la corte constitucional: 
la configuración del referencial sectorial 
En el marco de la situación descrita, se gestó un movimiento 
a partir del cual la población recicladora construyó una forma 
de representación en la búsqueda de reposicionarse en la 
división social del trabajo en el sector del servicio público 
de aseo, reivindicando derechos, a su juicio, desconocidos. 
Para ello emprendió acciones jurídicas en defensa de lo que 
ellos consideran su visión de mundo; es decir, los elementos 
que han influenciado la construcción del referencial sectorial; 
lo que consolidó a la Asociación de Recicladores de Bogotá 
–arB– como mediador13.
13 14 Las lógicas distintas (Jobert) o las percepciones diferentes sobre la visión 
de mundo (Muller) dan lugar a la figura del mediador. Entendido este como el 
“actor, grupo o individuo que produce el referencial, la verdad del momento” 
(Muller, 1995, p. 161). En otras palabras, el mediador es el actor que tras la 
obtención de recursos legítimos o de posiciones de poder en un tema espe-
cífico o en un espacio determinado, emprende acciones concretas sirviendo 
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2.1. El reciclador y su reposicionamiento en la sociedad
La construcción de identidad del “reciclador” surge como 
respuesta a la toma de conciencia de una población sobre 
su situación de exclusión que, según Villalba (2009), es 
inicialmente más social que económica; pero que, indefec-
tiblemente, se retroalimenta convirtiéndose en un círculo 
no virtuoso difícil de superar. 
Bajo el impulso de organizaciones sociales ambientalistas 
y de fundaciones de carácter social, surge un movimiento 
reciclador en algunas ciudades de la región latinoamerica-
na –en Colombia, las primeras organizaciones aparecen en 
Manizales, Itagüí y Bogotá–. Los recicladores se plantean 
una paradoja: “yo recupero materiales de la calle; con ello, 
contribuyo a disminuir la presión en los rellenos sanitarios, 
disminuyo la utilización de material virgen, es decir, hago 
un aporte a la sociedad. Pero esta sociedad no solo no me 
paga por ese trabajo que hago sino que me rechaza, me trata 
como un ser socialmente indeseable, vinculado con la su-
ciedad, el crimen, la indigencia”14. Este es el reconocimiento 
inicial que da origen a la reivindicación de sus derechos15. 
En Colombia, la organización de los recicladores contó, 
en particular, con el acompañamiento de la Fundación So-
cial, organización que desde finales de la década de los 80 
empezó un trabajo a partir de las organizaciones existentes 
tales como: Prosperar en Manizales, la Cooperativa de 
de canal para recomponer la estructura social mediante la transformación 
de una situación que busca poner en valor la identidad de un grupo social 
en la sociedad.
14 Esta nota parafrasea intervenciones hechas por recicladores en diferentes 
espacios de negociación con la administración distrital a propósito del diseño 
del Programa Distrital de Reciclaje entre los años 2006 y 2008, en cabeza de la 
autora del presente texto quien ocupaba el cargo de directora del Programa 
Distrital de Reciclaje en la Uaesp.
15 Para una revisión más detallada del proceso de organización de los recicla-
dores en Colombia, consultar el Estudio nacional del reciclaje y los recicladores: 
Historia del reciclaje y los recicladores en Colombia, de Aluna Consultores, 2011. 
179
Subproductos de Antioquia, la Cooperativa Recuperar en 
Itagüí, las Cooperativas Rescatar, creada por Dancop hoy 
Dansocial y la Cooperativa Progresar, conformada por un 
grupo de recicladores desplazados del Botadero Gibraltar 
en Bogotá. 
Los objetivos iniciales de la Fundación fueron, en pri-
mer lugar, establecer el estatus de ciudadano a partir de 
la obtención de la cédula de ciudadanía y de la libreta 
militar; en segundo lugar, establecer una serie de redes 
con instituciones públicas y privadas especializadas para 
atender temas de salud, educación y vivienda; y en tercer 
lugar, promover la creación de nuevas organizaciones bajo 
la forma de pre-cooperativas, cooperativas y asociaciones. 
Entre ellas, una asociación gremial, la Asociación Nacional 
de Recicladores –anr– como entidad que representaría al 
movimiento reciclador a nivel nacional (Aluna Consultores, 
2011, pp. 7-10).
Durante un poco más de una década, y siempre de la 
mano de la Fundación Social, el movimiento reciclador 
en Colombia logró su expansión, tanto por la creación de 
nuevas organizaciones de carácter regional como por la 
consolidación de las ya existentes. En la década del 90, la 
construcción de la identidad del reciclador y la configuración 
de sus reivindicaciones se vieron reforzados por cambios 
institucionales de nivel macro que tuvieron lugar en el país. 
En primer lugar, los cambios de la política económica tras 
la adopción del modelo neoliberal, implicaron la apertura 
al comercio internacional y trajeron, en consecuencia, ma-
yor competencia en la comercialización de los materiales 
reciclados; y, en paralelo, los procesos de privatización de 
los servicios públicos, que dejaron a cargo de la empresa 
privada los servicios de recolección y transporte de las 
basuras afectando la posibilidad de participación de las 
organizaciones de recicladores en esta actividad y que 
vinieron acompañados de la expedición de la Ley 142 de 
1994 sobre servicios públicos, ya mencionada, que dejaba 
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sin protección al eslabón primario de la cadena, el de los 
recicladores (Aluna Consultores, 2011, p. 16).
En segundo lugar, un cambio –esta vez en el orden 
político– producto de la nueva carta constitucional del 
año 91 en la que se planteaba un Estado social de derecho, 
acompañado de sus postulados sobre protección de los de-
rechos fundamentales de las personas, la igualdad social, la 
pluralidad, la inclusión y el otorgamiento de instrumentos 
como la tutela y la acción popular que se convertirían, la 
primera de ellas, en la herramienta central utilizada por los 
recicladores para la reivindicación de sus derechos.
Estos cambios en el contexto vinieron acompañados de 
un hecho que ponía de manifiesto la “exclusión atroz” de 
la que era objeto esta población: el hallazgo de cadáveres 
de recicladores que eran asesinados para luego ser utili-
zados por los estudiantes en las prácticas de medicina de 
la Universidad Libre de Barranquilla (Aluna Consultores, 
2011, pp. 12-13).
La coincidencia de estos acontecimientos motivó a las 
organizaciones de recicladores para,
(…) demandar con mayor firmeza el reconocimiento de sus 
derechos, su dignificación como personas, y el reconocimien-
to de su labor en la prestación de servicios de aseo, saneamiento 
básico y en la conservación del medio ambiente (cursivas fuera 
de texto). Así, los recicladores, ya no solo se reubicaban en la 
sociedad como gestores ambientales sino que empezaron a 
vincularse con temas de derechos humanos, derechos sociales 
y económicos, el rol del Estado como garante de dichos dere-
chos, reivindicaciones que buscaban concretarse a través del 
trámite de acuerdos ante los concejos municipales para lograr la 
inclusión de sus asociados a los sistemas de protección social, 
a los servicios de vivienda, educación y otros (…) La anr 
cobró más fuerza y fue reconocida por otros gremios pares y 
por todos sus asociados como un ente capaz de representar, 
defender y reivindicar sus derechos e intereses (Aluna Con-
sultores, 2011, p. 14). 
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Unos años más tarde, y ya sin apoyo de la Fundación16, la 
anr tuvo una participación importante en la promulgación 
de la Ley 511 de 1999 por la cual se reivindica oficialmente 
el estatus del reciclador y de su actividad. Esta Ley establece 
el 1.° de marzo como el “Día Nacional del Reciclador y el 
Reciclaje”, y crea una “condecoración al reciclador” que debe 
ser otorgada por el Ministerio de Ambiente. La Ley establece, 
además, obligaciones al Estado de atender las necesidades 
del reciclador en cuanto a vivienda, salud y educación. La 
Ley se reglamentó mediante el Decreto 2395 de 2000, pero 
en la práctica se ha limitado, exclusivamente, a lo relativo 
a la condecoración del reciclador del año. 
En 2003, se realizó el Primer Congreso Nacional de Reci-
claje, convocado directamente por la anr con el apoyo del 
Ministerio de Vivienda y Desarrollo Territorial, en donde 
por primera vez participaron organizaciones de recicladores, 
empresas privadas, operadores del servicio de aseo y go-
bierno en un espacio de diálogo que reafirmaba la identidad 
y la capacidad de convocatoria de la anr.
Los hechos relatados dan muestra del proceso de fortaleci-
miento de un sector que ha ido construyendo una identidad 
propia al tiempo en que genera espacios de representación 
con el propósito de reposicionarse en una sociedad que 
tradicionalmente los ha excluido y que en últimas ha dado 
lugar a la construcción del “sector del reciclaje”. También 
dan cuenta de la formación de una “coalición” que impulsa 
el reciclaje como actividad que tiene un valor ambiental y 
que vincula sujetos, objeto de acciones públicas. 
Ahora, el proceso de construcción de este sector muestra 
la existencia de un choque entre visiones de mundo. 
16 En 1998 la Fundación Social retiró su acompañamiento al considerar que, 
tras una década de fortalecimiento de las organizaciones, estas ya estaban 
preparadas para continuar sin su apoyo.
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El reciclador es tradicionalmente discriminado por el 
conjunto general de los ciudadanos. En el imaginario de la 
gente, el reciclador es una persona sucia que se mueve entre 
las basuras, muchas veces asociada con la drogadicción, la 
ocupación desordenada del espacio público, la indigencia 
y el delito, y todo ello genera una alta prevención y des-
confianza por parte del resto de los ciudadanos (Aluna 
Consultores, 2011; Álvarez y Torres, 2003; Medina, 1999). En 
algunos casos son, incluso, objeto de “limpieza social” como 
lo afirma Rodríguez Garavito (2004) y como lo demostraron 
los acontecimientos de Barranquilla. 
Para las organizaciones de recicladores, por su parte, 
el reciclador es un ser social, que presta un beneficio a la 
comunidad, cuya labor debe ser reconocida y dignificada. 
No aceptan caridad, ni buscan cualquier tipo de inclusión, 
buscan la formalización del sector del reciclaje incluyéndolo 
como componente complementario de la prestación del 
servicio de aseo y la protección del Estado para superar las 
condiciones de vulnerabilidad en relación con los servicios 
sociales y económicos. 
Sus aspiraciones quedan demostradas en las acciones 
judiciales interpuestas ante distintos organismos, dentro 
de las cuales las más notables son la acción de tutela del 
2002 y la acción de cumplimiento de 2011 (sobre las cuales 
se volverá con profunidad en el acápite a continuación) y 
en las declaraciones plasmadas en innumerables artículos 
de prensa y programas televisivos a lo largo de los años. 
Son ejemplos de lo referido, expresiones como la de Nohra 
Padilla, líder de los recicladores en Bogotá: “(…) somos el 
eslabón más vulnerable de la cadena de la recuperación y 
uso de los materiales reciclados. Nosotros queremos tener 
el derecho a que no solamente se vuelvan los ojos hacia los 
recicladores, sino que creemos que el país debe reconocernos 
el esfuerzo que estamos haciendo, el aporte ambiental, social 
y económico que le hacemos al país” (Equipo Editorial “El 
Empaque”, 2012). O, como la de Flor María Ramírez, líder 
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de una de las organizaciones de Recicladores: “Petro nos dijo 
la semana pasada que mensualmente los cuatro operadores 
se ganan $26.000 millones por recoger la basura y botarla 
en Doña Juana. A nosotros, en cambio, que le hacemos un 
bien a la sociedad, no nos pagan nada. Entonces él quiere 
que los operadores reduzcan las tarifas, y parte de esa plata 
nos llegue a nosotros. Lo que es justo: unos $5 mil millones 
mensuales” (El Espectador, 2012).
Así, la construcción de identidad, la organización y la 
búsqueda de reposicionamiento en la sociedad, es lo que 
constituye, en últimas, el proceso de construcción del refe-
rencial sectorial de Muller y Jobert. 
2.2. La Asociación de Recicladores de Bogotá –arb–:  
El mediador
En Bogotá, existe una organización de recicladores, la 
Asociación de Recicladores de Bogotá, arB, cuyo proceso 
de creación se inició en 1987 (a partir del cierre del bota-
dero de Gibraltar) y se formalizó en 1990. Para el 2015, la 
arB formaba parte de la anr y su líder ocupaba el cargo 
de presidente de la Junta Directiva de esa organización. El 
trabajo de la arB se ha concentrado en lo que ellos mismos 
denominan la dignificación de la labor del reciclador, lo 
que en su visión de mundo significa, no solo alcanzar la 
satisfacción de sus necesidades mínimas –salud, educación 
vivienda, seguridad social, seguridad alimentaria– sino, y 
sobre todo, lograr la inclusión de esta población en el sistema 
formal de prestación del servicio de aseo, en particular en 
el componente relacionado con el aprovechamiento. 
La arB está constituida como una entidad prestadora de 
servicios públicos –esP–. La visión de la Asociación, según 
reza en los estatutos de creación, es la de “ser la instancia de 
representación gremial, política y social de los recicladores 
de Bogotá, ante las instancias públicas y privadas del orden 
local, nacional e internacional. Trabajar por la defensa del 
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reciclador y su familia, el desarrollo tecnológico, económico 
y organizativo y lograr la inclusión del gremio reciclador 
en el Programa Distrital de Reciclaje y en la prestación del 
servicio público de aseo a nivel local y nacional (cursiva fuera 
de texto)”. 
Con estos propósitos, la arB ha trabajado para fortalecer 
la organización de los recicladores mediante asociaciones 
de base –también llamadas de primer nivel– y asociaciones 
de segundo nivel17, por una parte; y por la defensa, ante la 
administración de la ciudad y de la sociedad en general, de 
los derechos del gremio reciclador, por la otra. 
Un breve recuento de su actividad permite observar 
momentos clave de su actuación en este sentido. 
En 1996, la arB, constituida ya para entonces como 
organización de segundo nivel que agrupaba cuatro orga-
nizaciones de base, decidió impulsar un proceso masivo 
de organización por el cual logró consolidar y vincular un 
total de 23 organizaciones en el lapso de 10 años. A partir 
de ese momento, se inició un trabajo de organización por 
localidades con el propósito de conseguir que cada zona 
contara con al menos una organización. Se aumentó el nú-
mero de cabezas de familia asociadas en las organizaciones, 
se montaron nuevos centros de acopio y se inició un proceso 
de acercamiento a los generadores de residuos para que los 
recicladores pudieran tener acceso a las basuras, de primera 
mano (Boletín: Ciudades para un futuro más sostenible, 2004).
Desde ese momento hasta la fecha, la arB ha continuado 
su trabajo como líder del sector. De acuerdo con lo expresado 
por Nohra Padilla, en el momento de realización de la inves-
tigación, contaba con 19 organizaciones de base asociadas 
17 Las asociaciones de base o de primer nivel son aquellas que se constituyen 
a partir de recicladores independientes (individuos) y las de segunda nivel 
son las constituidas por la agrupación de organizaciones de primer nivel.
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que vinculaban a aproximadamente 4000 recicladores18 y 
manejaban nueve bodegas de acopio (Romero, 2015a). 
La consolidación de la organización, desde el punto de 
vista administrativo, le ha permitido desarrollar una serie 
de actividades y convenios que la han fortalecido en el 
nivel económico. De acuerdo con Padilla, la arB tiene tres 
líneas de acción definidas: i) trabajo gremial, principalmente 
orientado a la representación y a la organización de los reci-
cladores; ii) trabajo para el fortalecimiento de la cadena de 
valor –partiendo desde la obtención del material reciclable y
buscando abordar los eslabones superiores, hasta donde 
más puedan avanzar, incluyendo la comercialización–; 
iii) trabajo dirigido a incidir en la política pública (Romero, 
2015a). 
En el marco de estas tres líneas de acción, adelantan 
proyectos para los cuales buscan diferentes fuentes de finan-
ciación; entre ellas, organismos multilaterales, fundaciones, 
organizaciones no gubernamentales, recursos públicos, 
entre otros. 
Además, como objetivo principal, han realizado un traba-
jo persistente con el propósito de incidir en la formulación 
de políticas y programas en aras de lograr su inclusión 
socio-económica. Para ello han usado las herramientas 
constitucionales a las que tienen acceso, por ejemplo: 
(…) redacción de cartas, solicitudes y peticiones ante autorida-
des del orden nacional, regional y local; generación de espacios 
de diálogo con los gobiernos para expresar sus demandas; 
utilización de espacios brindados por el Consejo Distrital 
para exponer sus iniciativas; presentación de proyectos ante la 
18 El dato aportado por la presidenta de la arB está muy lejos del arrojado por 
el censo realizado en 2012 por la Universidad Distrital que habla de 2071 
recicladores organizados. No fue posible constatar cuál de los dos está más 
cercano a la realidad, lo que refleja la inconsistencia de la información con la 
que se cuenta para el diseño de las políticas de inclusión. 
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Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos –Uaesp– 
para buscar su participación en las actividades de Recolección, 
Barrido y Limpieza –rBl– de espacios públicos; utilización 
de medios de comunicación masiva para dar a conocer sus 
reivindicaciones; realización de marchas y protestas; la mo-
tivación al trabajo conjunto con otras asociaciones gremiales 
de recicladores; entre otras (Aluna Consultores, 2011, p. 41).
Pero, claramente, la actuación más significativa en su li-
derazgo gremial, está relacionada con la acción de tutela 
interpuesta en el 2002 ante la Corte Constitucional. Dicha 
tutela alegaba que la licitación realizada por la Unidad 
Administrativa Especial de Servicios Públicos (Uaesp) 
para 2002 –destinada a entregar en concesión los servicios 
de recolección, transporte y disposición de los residuos– 
imponía condiciones financieras y técnicas que excluían 
de hecho a los recicladores del proceso licitatorio; lo que 
iba en contravía de la histórica reivindicación de sus aspi-
raciones. La Sentencia T-724 de 2003 constituyó el punto de 
partida para proteger los derechos de los recicladores. “Si 
bien el fallo en su momento no echó para atrás la licitación, 
sí incluyó en su parte resolutiva un artículo que exige a la 
entidad distrital encargada del tema incluir acciones afir-
mativas en futuros procesos licitatorios relacionados con 
la prestación del servicio de aseo” (Romero Amaya, 2012).
El resultado de esta situación fue, por una parte, la entre-
ga en concesión a operadores privados de la prestación del 
servicio de aseo en Bogotá, por un período de siete años; y 
por otra, el diseño y puesta en marcha de un programa de 
inclusión por parte de la Uaesp, que se concretó en el Pro-
grama Distrital de Reciclaje –Pdr–, proyecto 245 el Plan de 
Desarrollo “Bogotá sin indiferencia” durante la alcaldía 
de Luis Eduardo Garzón, heredado por la administración 
posterior, la de “Bogotá Positiva”.
Al llegar el 2010, año en el que se vencían los contratos 
con los operadores, la administración no tenía una propuesta 
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nueva sobre el esquema de aseo que garantizara la inclusión 
de los recicladores por lo que decidió prorrogar los contratos 
con los operadores –de acuerdo con los términos legales 
permitidos–, mientras preparaba la nueva licitación: la 001 
de 2011. Por su parte, a juicio de los recicladores el Pdr no 
concretaba sus aspiraciones de inclusión y el proceso que se 
preparaba para la nueva licitación no cambiaba en esencia 
las condiciones de exclusión. 
En consecuencia, la arB decidió interponer de nuevo un recurso 
ante la Corte Constitucional: esta vez se trató de una demanda 
de cumplimiento que fue resuelta mediante el auto 275 de 
2011. Esta nueva decisión de la Corte no solo frenó en seco el 
proceso licitatorio, sino que determinó de modo explícito y 
preciso lo que debe hacer la Uaesp para cumplir las acciones 
afirmativas19 (Romero Amaya, 2013). 
Además de las mencionadas, Nohra Padilla, en represen-
tación de la arB, ha interpuesto otra serie de demandas 
ante la Corte como las que dieron origen al Auto 268 de 
2010, en relación con la licitación de operación del Relleno 
Sanitario y al Auto 366 de 2014 sobre el cumplimiento del 
plan de inclusión de recicladores. Aunque no todas han sido 
favorables a la peticionaria, si han ido marcando el camino 
que fortalece cada vez más las demandas de inclusión de 
la población recicladora.
Por todo lo anterior, la arB ha sido reconocida como la 
asociación de segundo nivel, líder del movimiento reci-
clador en la ciudad, y con alcance nacional. Es importante 
destacar que la visibilidad y capacidad de acción de esta 
19 Por acciones afirmativas se entienden “las medidas de carácter temporal 
que buscan asegurar la igualdad de oportunidades, a través de un trato 
preferencial a los miembros de un grupo que ha experimentado situaciones 
de discriminación y marginalidad que pueden persistir en el futuro, y que 
los coloca en una situación de desventaja frente al resto de la sociedad (león 
y Holguín, 2004, p. 57).
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organización están altamente marcadas por la presencia de 
una mujer líder, quien se ha constituido no solo en vocera 
de la organización sino en representante de todo el sector. 
Es ella Nohra Padilla, quien ha otorgado a la arB la capa-
cidad de mediación de la organización ante las instancias 
distritales y judiciales20.
No obstante, su liderazgo ha tenido contradicciones den-
tro del propio sector. Existen agrupaciones que no comparten 
la vocería de Padilla, pues tienen la percepción de que vela 
“solo” por los intereses de sus asociados, desconociendo la 
existencia de otras organizaciones que escapan a su control. 
En entrevista con Luis Romero, líder de la asociación Entidad 
Medioambiental de Recicladores –eMrs– afirmó que “Nohra 
Padilla no representaba al gremio porque tenía alianzas con 
bodegueros. Para ella es más importante ahorita defender 
bodegas que defender recicladores (y agrega que) los precios 
que la arB está pagando a los recicladores por el material, 
en comparación con los que nosotros estamos pagando acá, 
se podría decir que eso es una estafa es un robo, porque 
son precios por debajo del mercado” (Romero, 2015b). De 
acuerdo con sus declaraciones hay otras 25 organizaciones 
que trabajan con el Distrito y que también chocan con la arB. 
Sobre la fragmentación entre las organizaciones coin-
cidieron Alejandro Gualy, experto comisionado de la 
Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento 
Básico –cra– quien afirmó que “el 80% estaba de acuerdo 
con Nohra Padilla; el restante, aunque en desacuerdo con 
la líder, no lograba organizarse y no tenía fuerza” (Rome-
ro, 2015c), y también Ruth Maritza Quevedo, subdirectora 
de aprovechamiento de la Uaesp, quien afirmó que “ellos 
20 Véase en Semana (04/16/2013), “Reconocimiento a la dueña del reciclaje”; en 
El Tiempo (22/07/2006), “Historia de una mujer que creció escarbando basuras 
y hoy es líder de los recicladores”; en El Espectador (03/11/2012), “Dinero, 
política y canecas”; en Caracol Radio (23/10/2012), “No tenemos clara la 
propuesta del Distrito frente al Reciclaje: Nohra Padilla”; entre muchos otros. 
189
no se entienden como gremio, tienen muchas rivalidades. 
Nohra tiene el liderazgo de unos 1000 recicladores y es 
reconocida en el gremio. Hay varios líderes de pequeños 
grupos y muchos independientes que están fuera del pro-
ceso” (Romero, 2015d). 
Lo anterior, demuestra las afirmaciones de Muller y Jobert 
(1995), respecto de la oposición que en ocasiones enfrenta 
el mediador al interior de su propio sector dificultando o 
debilitando las posibilidades de mediación, lo cual se cons-
tataba en su momento, en la relación tensa que se apreciaba 
entre la arB y otras asociaciones de recicladores y entre la 
arB y la Unidad Administrativa Especial de Servicios Pú-
blicos –Uaesp–. 
No obstante, independientemente de las razones que 
aducían las organizaciones, la realidad es que la arB, al 
momento de realizar esta investigación, continuaba teniendo 
el protagonismo y era la voz de los recicladores frente al 
gobierno y a la sociedad. Además, las entidades del gobier-
no, tal y como se señaló arriba, reconocían que aun cuando 
había rupturas al interior del gremio, alrededor de Padilla 
se mantenían las mayores cohesiones. 
Es por ello que en este análisis se reconoce a la arB como 
mediador, en tanto actor que toma la posición dominante de 
un grupo y lucha por el reposicionamiento de sus repre-
sentados en el orden social, a pesar de las resistencias que 
puedan presentar algunos de sus homólogos. 
3. efectividad de la Mediación:  
los PronunciaMientos de la corte constitucional
La efectividad de la mediación se concreta con los resul-
tados de las acciones de tutela interpuestas y en donde la 
Corte Constitucional se observa como un actor que entra 
a participar en el proceso contribuyendo a la construcción 
del referencial sectorial.
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3.1. Licitación del 2002 y la Sentencia T-724 de 2003
La primera acción de tutela interpuesta por la arB tuvo como 
resultado la Sentencia T-724 de 2003 de la Corte Constitu-
cional que aun cuando no echó para atrás la adjudicación 
de los contratos, sí planteó en su parte resolutiva lo que en 
adelante sería el instrumento de apoyo a las reivindicaciones 
de los recicladores. 
Prevenir en los términos del artículo 24 del Decreto 2591 de 1991, 
a la Unidad Ejecutiva de Servicios Públicos del Distrito Capital 
de Bogotá o a la entidad del Distrito que haga sus veces, para 
que en futuras ocasiones incluya acciones afirmativas a favor 
de los recicladores de Bogotá, cuando se trate de la contratación 
de servicios públicos de aseo, debido a que la actividad que 
ellos desarrollan está ligada con dicho servicio, a fin de lograr 
condiciones reales de igualdad y de dar cumplimiento a los 
deberes sociales del Estado, y que por ningún motivo vuelva 
a reincidir en las omisiones en que incurrió en la Licitación n.º 
01 de 2002, respecto de los recicladores de Bogotá (Sentencia 
T-724, 2003).
Así pues, la inclusión de este párrafo, ha sido un “triunfo” 
en la medida en que los recicladores obtuvieron un reco-
nocimiento político como actores de un servicio público 
y abrieron el camino hacia la construcción del referencial 
sectorial. No obstante, el referencial aún no se concretaba, 
pues a la Administración solo se le pidió la realización de 
acciones afirmativas para evitar vulneraciones en el futuro. 
Esto dejó dos vacíos: uno, porque en contraposición con las 
aspiraciones de los recicladores de oficio, representados por 
la arB, no resolvía en el presente su exclusión del sistema 
de prestación del servicio de aseo. Y dos, porque dejaba a la 
Administración un campo amplio para interpretar y actuar 
frente a la realización de acciones afirmativas. Aunque, eso sí, 
imponía una condición a la Administración, y era la de em-
prender acciones que redujeran el grado de vulnerabilidad 
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de la población recicladora de tal forma que alcanzaran, en 
un futuro, las características que permitieran su inclusión.
A partir de este momento, el problema derivó de la
coexistencia de dos referenciales, la libre competencia como 
referente global y la inclusión de recicladores de oficio
como referente sectorial, coexistencia que no parece inicial-
mente compatible y que conduce, nuevamente siguiendo 
la teoría, a un conflicto entre referenciales21. 
A raíz del fallo de la Corte, tres fueron las acciones con-
cretas que se emprendieron: Uno, la expedición del Plan para 
el Manejo Integral de Residuos Sólidos –PMirs–, Decreto 312 
de 2006, el cual enunciaba, en uno de sus acápites, la vincu-
lación de la población recicladora al esquema de prestación 
del servicio de aseo (el Anexo 1 muestra la estructuración 
del Decreto). Dos, dicho componente fue desarrollado por 
el Programa Distrital de Reciclaje –Pdr– Proyecto 245 del 
Plan de Desarrollo de la época, “Bogotá sin Indiferencia” 
(en funcionamiento desde 2004) que incluía acciones tales 
como: realizar campañas de educación ciudadana para lo-
grar separación en la fuente, establecer rutas de recolección 
selectiva del material reciclado, construir parques de reciclaje 
para el tratamiento del MPr, desarrollar una estrategia de 
inclusión económica y social de los recicladores. Y, tres, la 
puesta en marcha del “Centro de Reciclaje La Alquería” 
como proyecto piloto de un posible esquema de inclusión 
de la población.
Sin embargo, las circunstancias no parecieron cambiar 
fundamentalmente, lo que ocasionó la segunda actuación 
por parte de la arB. La demanda por acción de cumplimiento 
que surge a partir de la nueva licitación para la adjudicación 
21 Importante aclarar que, al menos en esta primera etapa, los otros referentes 
globales concernidos en la prestación del servicio de aseo –medio ambiente 
y salud pública– no fueron objeto de polémica, no entraron en contradicción.
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de las concesiones para la prestación del servicio de aseo, 
cuyos contratos se vencían en 2010. 
3.1.1. La licitación del año 2010 y el Auto 275 de 2011
La nueva licitación tiene, en términos de la definición del 
referencial sectorial, un antecedente importante: el Auto 
268 de 2010. Este fue proferido por la Corte Constitucional 
tras la petición realizada, nuevamente por la arB en cabeza 
de Nohra Padilla, en relación con el proceso licitatorio 
que se adelantaba para adjudicar el manejo y operación 
del Relleno Sanitario Doña Juana –no para la prestación 
del servicio de aseo en esta ocasión–. La peticionaria ar-
gumentó que dicha licitación desconocía el amparo de los 
derechos de los recicladores, otorgado por la Corte en la 
Sentencia de tutela 724 de 2003, pues, aunque los pliegos 
indicaban que los proponentes debían estar asociados 
con una organización de recicladores, lo cual constituía 
condición habilitante para su participación, no indicaba las
características de esa asociación; esto es, cuál sería la par-
ticipación real de los recicladores en la sociedad. Tampoco 
indicaba las características de la organización de recicla-
dores que debía acompañar, por lo cual era factible que 
los proponentes se asociaran con una organización creada 
solo para tal efecto, incluso conformada por una única per-
sona (Auto 268, 2010). Esta petición contó con el respaldo
de alrededor de 28 organizaciones de recicladores de base, 
y también tuvo el aval de la Asociación Nacional de Reci-
cladores. Una vez más se observa aquí la actuación de la 
arB como mediador. 
La resolución de la Corte en esta ocasión es otra vez im-
portante, y quizá más profunda por cuanto las decisiones 
que toma hacen cada vez menos flexible la interpretación 
de la Administración sobre las acciones afirmativas. Ordena 
a la Uaesp suspender por tres días la licitación y revisar las 
condiciones en el sentido de que se incluya,
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como requisito habilitante, que los proponentes se presenten 
conformados con una organización de segundo nivel de reci-
cladores de Bogotá. Así mismo, deberá modificar el pliego de 
condiciones incluyendo dos nuevos criterios de calificación. El 
primero de ellos concerniente a la participación accionaria de 
la organización de segundo nivel dentro del proponente y el 
segundo relativo a la magnitud de residuos sólidos a aprovechar 
dentro del proyecto de aprovechamiento, haciendo especial 
énfasis en la cantidad de mano de obra que se empleará (…); 
deja en manos de la Uaesp la definición de la fórmula matemá-
tica para calificar las diferentes ofertas siempre que tenga en 
cuenta la totalidad de los criterios –tanto habilitantes como de 
calificación– contemplados en la providencia (Auto 268, 2010). 
Además, en el punto cuarto del resuelve, previene a la Uaesp 
en el sentido de incluir, en futuros procesos, los criterios 
establecidos en el Auto.
Así, y retomando lo relacionado con los procesos licita-
torios para la prestación del servicio de aseo, la Licitación 
001 de 2002, adjudicada a cuatro operadores privados en el 
2003 por un período de siete años, vencía entonces en 2010. 
Durante la Administración (2008-2011), la Uaesp solicitó 
autorización a la Comisión de Regulación de Agua Potable 
y Saneamiento Básico –cra– para prorrogar los contratos 
por un año más –según estaba previsto en ellos-, solicitud 
que fue concedida y que dio vigencia a los contratos hasta 
el 15 de septiembre de 2011.
La ampliación del contrato permitió a la Uaesp dar inicio 
a la preparación del nuevo proceso licitatorio. En mayo de 
2011 –siete meses antes de la finalización del período de 
gobierno-, la Uaesp abrió la Licitación 001 de 2011, esta vez 
con el siguiente objeto: 
Concesionar bajo la figura de áreas de servicio exclusivo (cursiva 
fuera de texto), la prestación del servicio público domicilia-
rio de aseo en la ciudad de Bogotá D.C. - Colombia, en sus 
componentes de recolección, barrido, limpieza de vías y áreas 
públicas, corte de césped, poda de árboles en áreas públicas y 
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transporte de los residuos al sitio de disposición final y todas las 
actividades de orden financiero, comercial, técnico, operativo, 
educativo y administrativo que ello conlleva.
En ella, y como consecuencia del fallo de tutela 724 y del 
Auto 268 de la Corte, la Administración debía concretar las 
acciones afirmativas garantizando la posibilidad de parti-
cipación por parte de las organizaciones de recicladores. 
En esta ocasión, los pliegos de condiciones incluían 
entonces un ítem de evaluación de propuestas relacionado 
con porcentajes mayores otorgados al proponente que de-
mostrara la más alta participación de los recicladores dentro 
del contrato22. En consecuencia, los proponentes –trece en 
total– incluyeron dentro de sus propuestas tres ítems, así: 
i) porcentaje de participación de la organización de recicla-
dores (se entiende que hacían referencia al porcentaje de 
utilidades que recibiría la organización de recicladores); 
ii) porcentaje de aprovechamiento (se entiende que se re-
fiere al compromiso que asumían sobre el total de MPr que 
aprovecharían en relación con la cantidad total producida 
en la ciudad); iii) número de recicladores que vincularían 
como mano de obra efectiva contratada por sus empresas. 
El 29 de julio de 2011, se cerró el proceso licitatorio con la 
recepción de 13 propuestas. El Anexo 2 muestra la síntesis 
de las mismas.
Sin embargo, el 18 de agosto siguiente, tras la nueva de-
manda por acción de cumplimiento interpuesta por Nohra 
Padilla, la Corte Constitucional, mediante Auto 183, ordenó 
a la Uaesp suspender la licitación con el objeto de revisar 
el cumplimiento de lo dispuesto en la Sentencia T-724 de 
2003 y en el Auto 268 de 2010. Bajo la figura de urgencia 
manifiesta, y ante la imposibilidad de prorrogar los contratos 
22 Esto se deduce de los ítems presentados por los proponentes, según consta 
en el Acta de cierre de la licitación.
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por un año más, la Uaesp procedió a contratar, en dos nue-
vas ocasiones, cada una por un período de seis meses, a los 
mismos operadores que venían prestando el servicio –liMe, 
Aseo Capital, atesa y Ciudad Limpia– y para las mismas 
ase que cada uno tenía asignada desde 200323. 
El resultado de la revisión da lugar al Auto 275 de 2011 
proferido por la Corte Constitucional en la que se concede 
la razón a la directora de la arB dejando sin efecto la lici-
tación. Los puntos más importantes que pueden extraerse 
del Auto son: i) las propuestas no reflejaban con claridad 
la participación de las organizaciones de recicladores como 
socios, cada proponente lo interpretó como consideró y no 
era constatable la real dignificación del trabajo del reciclador; 
ii) las propuestas reflejaban una participación accionaria 
a los recicladores, más orientada a obtener puntos dentro 
del proceso de licitación que a constituir una real acción 
afirmativa; iii) se establecían unas rutas de reciclaje que 
estarían a cargo de los recicladores y a las que ellos acce-
derían compitiendo libremente, pero al mismo tiempo se 
mantenía la obligación a los operadores privados de recoger 
“todo” el material que se encontrara dentro del área que 
le fuera asignada. Es decir, el reciclador tendría que seguir 
buscando el material en las calles, compitiendo entre ellos 
y con los operadores privados, de la misma manera como 
lo venía haciendo hasta la fecha; iv) si bien en la tarifa de 
aseo se establecía un porcentaje para remunerar el material 
potencialmente reciclable, MPr, no se establecía cómo este 
sería trasladado a los recicladores, se entendía que este sería 
apropiado por los operadores privados, así los reciclado-
res derivarían su sustento de la venta del material, como 
siempre lo han hecho.
23 Recuérdese que desde los años 90 ha sido criterio central del esquema de 
prestación del servicio de aseo, el establecimiento de Áreas de Servicio Ex-
clusivo –ase–.
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El estudio de los hechos arroja al menos cuatro elementos 
interesantes para el análisis desde la perspectiva teórica. 
En primer lugar, se ha afirmado en este texto que la arB es 
el mediador en este proceso de construcción de referencial, 
pero no puede dejarse de lado el papel que juega la Corte 
como coadyuvante en el cierre del proceso de construcción 
del referencial. Entonces, ¿por qué se afirma que la arB es 
el mediador y no la Corte Constitucional?
De acuerdo con Jobert (1995) la mediación en la cons-
trucción de referenciales de política pública abarca dos 
dimensiones: la cognitiva-normativa; y la toma de la pala-
bra (producción de significación)-toma de fuerza (campo 
de poder). A propósito de la primera dimensión, la arB 
trabaja sobre lo cognitivo, en la medida en que son ellos 
quienes mediante sus alegatos describen la situación que 
en el presente vive la población recicladora; y en cuanto a 
lo normativo porque se encargan de establecer un deber 
ser, cómo debería cambiar la situación, de acuerdo con su 
visión de mundo24. Con respecto a la segunda dimensión, 
nuevamente es la arB quien se ubica en la toma de palabra 
(producción de significación) cuando asume la represen-
tación del sector y toma la vocería. Pero, en relación con la 
toma de fuerza (el campo de poder) vendría a ser la Corte 
el actor que entra a cerrar el proceso de mediación, en tanto 
es la instancia que puede, de manera efectiva, producir la 
transformación de la situación en la medida en que tiene 
el poder concreto de lograrlo a través de sus mandatos de 
obligatorio cumplimiento.
En segundo lugar, y en consecuencia de lo anterior, el 
papel de la Corte se complementa con un análisis a partir de 
la adaptación de las tesis de Jobert (1995) sobre la existencia 
24 Jobert, en el proceso de producción de una visión de mundo, otorga una 
mayor relevancia a los grupos sociales que a través de su acción marcada por 
un fuerte componente identitario promueven un proceso de transformación.
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de un Estado fragmentado25, puesto que la Corte, como parte 
del Estado, contraviene las decisiones de “otra” parte del 
Estado, la Administración distrital en este caso. Solo que 
las decisiones de la Corte son de obligatorio cumplimiento; 
y es esta última la razón –condición de obligatoriedad– la 
que desdibuja su papel como mediador aun cuando es la 
institución que sirve de canal entre los recicladores y la 
Administración para alcanzar las reivindicaciones de los 
primeros, pues la figura del mediador supone un canal más 
no una exigencia de cumplimiento. 
En tercer lugar, el mantenimiento de las condiciones de 
mercado como referente global. Las condiciones de la licitación 
de 2010, según lo expuesto arriba, no generaban cambios 
sustanciales en el sistema de prestación del servicio y, por 
ende, no recomponían la estructura del mercado de los 
residuos. Las condiciones estructurales tales como: Áreas 
de Servicio Exclusivo, otorgamiento de las concesiones so-
bre la base de una licitación pública dirigida a operadores 
privados, la estructuración de la tarifa de aseo (que aunque 
ahora incluía un componente para el pago de la actividad 
del reciclaje, no era trasladado a los recicladores), la disposi-
ción de crear rutas de reciclaje operadas por los recicladores 
bajo el esquema de libre competencia y sin remuneración 
formal proveniente del pago por tarifa son, en esencia, las 
mismas condiciones existentes antes del proceso licitatorio.
Además, la licitación introdujo una contradicción entre 
la existencia de Áreas de Servicio Exclusivo entregadas a 
los operadores privados y la disposición de prestar rutas 
de reciclaje por parte de los recicladores. Si bien, hay una 
“intención” de inclusión, en las obligaciones que se exigen 
25 Cuando Jobert habla del Estado fragmentado, lo hace en el sentido íntegro 
de Estado, es decir, no solo a los actores públicos del Estado. El habla más 
precisamente de segmentos rivales en los cuales se incluirían todos los grupos 
de la sociedad, públicos y privados, que entran en contradicción, siguiendo 
sus intereses y visiones de mundo.
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a los proponentes en relación con la vinculación de los 
recicladores como “socios de industria” y como “trabaja-
dores” formales, la estructura del mercado se mantiene sin 
modificaciones, lo que impide concretar las reivindicaciones 
de los recicladores en relación con la profesionalización y 
formalización de su oficio. 
Y esto da lugar a un cuarto punto en el análisis: la cons-
trucción del referencial sectorial, pues la inclusión a la que 
aspiran los recicladores, no es cualquier tipo de inclusión, no 
se colma con programas sociales o con vinculaciones como 
las propuestas en la licitación de 2010. La inclusión por la 
que se trabaja es en el componente de aprovechamiento del 
sistema de aseo. Es, nuevamente, la profesionalización de 
su actividad, a través de una vinculación formal al servicio. 
Esta constituye, de manera íntegra y concreta, su visión de 
mundo. Por ello, las peticiones reiteradas ante la Corte. Y 
esta, por su parte, mediante las decisiones adoptadas en el 
Auto 275, concreta dicha aspiración. 
Los puntos del Auto, destacables para el análisis, se 
refieren a:
– La declaración de incumplimiento por parte de la Uaesp 
de las disposiciones sobre acciones afirmativas establecidas 
en la Sentencia T-724 y en el Auto 268 de la Corte.
– La decisión de dejar sin efecto la Licitación 001 de 
2011 y todos los actos administrativos que de ella se hayan 
derivado.
– La orden dirigida a la Administración Distrital –Uaesp– 
de diseñar un plan cuyo propósito central sería regulari-
zar la participación de los recicladores en relación con la 
prestación de los servicios complementarios de aseo en los 
componentes de reciclaje, transporte, transformación y apro-
vechamiento de residuos, mediante acciones afirmativas 
que suponen un enfoque diferencial. En este sentido, brinda 
a la Administración la posibilidad de utilizar la figura de 
Organizaciones Autorizadas –ora–, que estarían compuestas 
por recicladores y quienes se encargarían de prestar el ser-
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vicio de aseo en los componentes de aprovechamiento ya 
mencionados. Esta figura se distancia de las organizaciones 
de segundo nivel, por cuanto las primeras son reconocidas 
por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.
– La obligación impuesta a la cra de diseñar un nuevo 
esquema que garantice la prestación de los servicios comple-
mentarios de aprovechamiento en todos sus componentes 
y la manera cómo estos van a remunerar a los recicladores. 
– La imposición a la cra y a la uaesP de organizar un 
esquema que garantice la formalización de la cadena del 
reciclaje en todos sus componentes –separación en la fuente, 
rutas de recolección selectiva, diseño de estímulos y créditos 
blandos para apoyar la creación de organizaciones presta-
dores del servicio de aseo en el componente de aprovecha-
miento, constitución de empresas para la transformación del 
material, comercialización, etc.–, puesta en funcionamiento 
de los parques de reciclaje26.
Es decir, la Corte, por medio de sus mandatos, concluye 
la construcción del referencial sectorial: la inclusión de la 
población recicladora como prestador del servicio de aseo 
en los componentes de aprovechamiento, recolección y 
transporte, transformación y comercialización del MPr.
Las decisiones de la Corte obligan a la Administración 
a realizar una reestructuración en el sistema de aseo de 
Bogotá y, por ende, en el mercado de los residuos, lo que 
condujo a la Administración en turno, la Bogotá Humana 
de Gustavo Petro, a proponer una nueva política.
26 Para una información más detallada sobre las medidas de la Corte, ver Auto 
265 de 2011, numerales 109 a 118.
200
4. caMBios en la Política, estado fragMentado  
y tensiones entre los actores
La nueva política pública diseñada para el manejo de los 
residuos sólidos en la ciudad de Bogotá y las dificultades 
en su proceso de implementación generaron un choque de 
posiciones que ponía de manifiesto las tensiones que un 
gobernante enfrenta cuando diseña y pone en marcha po-
líticas públicas en lo local, en donde, de acuerdo con Faure 
(1995), se “hace menos énfasis en la interacción campo 
cognitivo-campo de poder para situarse en el campo de 
las relaciones que se desarrollan en medio de conflictos 
políticos personalizados” (p. 73).
4.1. La nueva política para el manejo de los residuos 
sólidos en la ciudad de Bogotá
El Programa “Basura Cero” constituyó la apuesta de la Ad-
ministración Petro por crear un esquema de prestación del 
servicio de aseo que diera cumplimiento a las disposiciones 
de la Corte Constitucional. 
En el documento de diseño de la política se afirma que 
los futuros procesos licitatorios para concesionar el servicio 
“se estructurarán sobre la base de diferenciar tanto operativa, como 
administrativa y financieramente, las actividades de recolección, 
transporte y disposición de residuos ordinarios no reciclables, de 
aquellos que sí lo son” (cursivas fuera de texto). 
De manera resumida, el modelo del servicio, en su compo-
nente complementario de aprovechamiento, consistiría en:
– Organización de empresas de recicladores bajo la figura 
de Organizaciones Autorizadas.
– Estas empresas se harían cargo, mediante contrato con 
la Uaesp, de la recolección y transporte de la totalidad del 
material reciclable que se genera en la ciudad.
– Se organizarían rutas selectivas que cubrirían la to-
talidad de la ciudad y de los usuarios y se adjudicarían 
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estas rutas o áreas de manera exclusiva a las empresas de 
recicladores para la prestación del servicio de recolección 
y transporte.
– Se excluiría el material reciclable que presenten los 
usuarios del objeto de los contratos que se suscribiesen 
para la recolección y transporte de residuos no reciclables u
ordinarios con destino al Relleno Doña Juana.
– Se dotaría a estas empresas mediante mecanismos finan-
cieros idóneos del parque automotor y demás medios
necesarios para realizar la labor de manera tecnificada.
– Cerca de 7.000 recicladores que laboran en las calles 
pasarían en adelante a vincularse como trabajadores for-
males en 60 centros de acopio en los cuales realizarían 
actividades de selección, clasificación, embalaje y apro-
vechamiento.
Los resultados esperados formulados en el plan fueron:
– Cubrimiento del 100% de la ciudad a través de las rutas 
de recolección selectiva.
– Recuperación de 2200 toneladas diarias de residuos re-
ciclables, que dejan de llegar al relleno sanitario.
– Inclusión potencial de 8.916 recicladores en rutas de
recolección selectiva, centros de acopio y parques de reci-
claje, sin contar con la ampliación de los procesos de pre-
transformación.
– Mejoramiento de los ingresos de todos los recicladores 
asociados e independientes, gracias a la remuneración vía 
tarifa del transporte y recolección.
No obstante contar con una política diseñada, la puesta 
en marcha de la misma requería de una serie de transfor-
maciones en todos los eslabones de la cadena que no era 
posible ejecutar en los términos perentorios exigidos por la 
Corte. En ese contexto, la Administración tomó una serie 
de decisiones que se explican a continuación.
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4.1.1. Las decisiones del alcalde: un modelo transitorio
Dos situaciones co-temporales enfrentaban a la Adminis-
tración a tomar decisiones radicales: una, los contratos de 
los operadores privados se vencían entre el 17 y el 22 de 
diciembre de 2012 y no era posible prorrogarlos, pues esta 
vía ya se había utilizado en dos ocasiones anteriores, ago-
tando las excepciones dispuestas por la ley para este efecto. 
Y, dos, la Administración no había preparado un proceso 
licitatorio que diera cumplimiento a las disposiciones de la 
Corte27 y en los meses que restaban para el vencimiento de 
los contratos no era posible prepararlo. 
Ante esta situación, la Administración optó por adoptar 
un esquema transitorio de servicio de aseo que consistía en la 
asunción de la prestación del servicio por parte de una em-
presa pública distrital, la cual sería creada para tal efecto, 
mientras la Administración preparaba la licitación en la 
cual participarían, además de los privados, la mencionada 
empresa pública28. 
En este marco, la Administración creó la Empresa Aguas 
de Bogotá, S.A. E.S.P., empresa pública que en adelante 
quedaba encargada de recoger los residuos de la ciudad y 
llevarlos al Relleno Sanitario Doña Juana para su disposi-
ción final. 
Los tres días transcurridos desde la entrada en funcio-
namiento del sistema –18, 19 y 20 de diciembre– fueron, de 
acuerdo con lo reportado por los medios de comunicación, 
caóticos en relación con la salud pública y la higiene de la 
ciudad. 
El desborde y la presión ejercida, obligaron al alcalde a 
recomponer la situación; buscó a los tradicionales operadores 
27 Recuérdese que el Auto de la Corte que suspende la licitación y pide revisión 
de los términos es del 18 de agosto de 2011 y el Auto que deja sin efecto la 
licitación es del 19 de diciembre del mismo año.
28 Ver Decreto 564 de 2012.
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privados y celebró con ellos contratos directos distribuyendo 
las distintas zonas de la ciudad. 
Con la entrada en operación del nuevo modelo de aseo, las 
características generales del sistema cambiaron como sigue:
En relación con el servicio de recolección y transporte de 
residuos no aprovechables cuya disposición final se hace en 
el Relleno Sanitario: i) si bien la pretensión inicial fue la de 
que la empresa pública asumiría la prestación del servicio 
en toda la ciudad, progresivamente, la Administración fue 
cediendo mayor participación a los privados. Según datos 
a 15 de junio de 2015, Aguas de Bogotá cubría el 52% de 
la ciudad; los operadores privados –Lime, Aseo Capital y 
Ciudad Limpia– prestaban el servicio en el restante 48%; 
ii) la modalidad de contratación con los operadores pri-
vados cambió. En el modelo antiguo, a los operadores se 
les entregaba en concesión la prestación del servicio y se 
remuneraba por un porcentaje de la tarifa, de acuerdo con 
la cantidad de residuos dispuestos en el Relleno Sanitario, 
esto incentivaba, de acuerdo con expertos, la mayor reco-
lección de basuras y, por ende, desincentivaba el reciclaje. 
En ese momento fueron contratados “por operación”, es 
decir, tenían calidad de contratistas y recibían un monto 
fijo mensual. iii) la facturación, según lo explicó Gualy, ex-
perto comisionado de la cra, estaba a cargo de la Empresa 
de Acueducto; cada operador –Lime, Aguas de Bogotá, 
Ciudad Limpia y Aseo Capital– le facturaba al Acueducto 
(Romero, 2016c). 
El anterior esquema garantizó el servicio de recolección 
domiciliaria de residuos desde el 2012 hasta junio de 2015, 
momento en que se cierra la presente investigación. 
En relación con los recicladores, mediante la Resolución 
061 de 2013, se crearon dos sistemas: el Registro Único de 
Recicladores de Oficio, Ruro, y el Registro Único de Orga-
nizaciones de Recicladores, Ruor. 
El Ruro estaba orientado a los recicladores de forma 
individual y tomaba como base el censo realizado por la 
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Universidad Distrital en el 2012. En 2013, se expidieron las 
resoluciones 119 y 388 en las cuales se estableció el proce-
dimiento para la remuneración de los recicladores29: 
– Para poder percibir el reconocimiento económico, los 
recicladores de oficio debían pesar el MPr en los puntos de 
pesaje, públicos y privados, reconocidos por la Adminis-
tración, y debían diligenciar la planilla de pesaje que para 
tal efecto proporcionó la Uaesp. 
– La remuneración se reconocía sobre el pesaje del material 
potencialmente reciclable únicamente, es decir, después de 
la exclusión de los residuos rechazados que serían objeto 
de Disposición Final en el Relleno Sanitario.
– Los propietarios o administradores de los centros pri-
vados de pesaje debían hacer constar por escrito, bajo la 
gravedad de juramento, que la información suministrada 
por ellos en planillas sobre cantidades de material poten-
cialmente reciclable recuperadas por recicladores de oficio 
era veraz, para proceder a la remuneración que refiere la 
presente resolución.
– El pago a los recicladores se haría una vez cada dos 
meses, con base en la cantidad de kilogramos recolectados 
registrados en las planillas de pesaje proporcionadas por la 
Uaesp y transportados por cada uno de los recicladores a los 
centros de pesaje autorizados.
– Las organizaciones de recicladores debían cumplir
con todos los requisitos establecidos por la ley en relación con
las organizaciones autorizadas para prestar los servicios pú-
blicos de agua potable y saneamiento básico en municipios 
menores, zonas rurales y áreas urbanas específicas, según lo 
establece la Ley 142 de 1994 y sus decretos reglamentarios.
29 Proceso reconstruido a partir de la entrevista realizada la doctora Ruth Maritza 
Quevedo, subdirectora de aprovechamiento de la Uaesp.
205
– Cumplidos los requisitos, la Uaesp autorizaba a la 
Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá –eaaB– 
para que realizase el pago correspondiente.
– El valor de la recolección y transporte del material 
potencialmente reciclable se calculaba con base en lo estable-
cido por las resoluciones 351 y 352 de la cra sobre fórmula 
tarifaria. Para que el pago se hiciera efectivo, los recicladores 
que actuaban como persona natural debían encontrarse 
bancarizados o pertenecer a alguna de las organizaciones 
de recicladores autorizadas bancarizadas.
De acuerdo con el último informe de seguimiento presen-
tado por la Uaesp a la Procuraduría General de la Nación, a 
fecha 30 de junio de 2015, había 21.048 recicladores inscritos 
en el Ruro. De ellos 13.346 eran recicladores de oficio acti-
vos, 7.614 fueron suspendidos del Ruro mientras se realiza 
el proceso de verificación y 88 recicladores efectivamente 
retirados. Se verificaron las cuentas transfer de 9.191 reci-
cladores efectivamente bancarizados, se afirmaba haber 
remunerado 432.07130 toneladas de MPr por un valor total 
de $39.595.010.310 a un total de 12.288 recicladores durante 
todo el período de la administración, es decir, desde 2012 
hasta 30 de junio de 2015 (Unidad Administrativa Especial 
de Servicios Públicos, 2015, pp. 43-44).
El Ruor, por su parte, estaba concebido para las Organiza-
ciones de Recicladores Habilitadas –orHa–31, que se definen 
30 La comparación de esta cifra con los datos del estudio de Forero (2010) –re-
cuperación de 381.600 toneladas de MPr al año– por recicladores informales, 
se deduciría que aún hay un número importante de reciclaje informal que no 
está siendo remunerado a través de las bodegas o de recicladores no incluidos 
en el Ruro.
31 Al momento de realizar la investigación, algunos recicladores manifestaron
 no estar de acuerdo con la figura de las organizaciones de recicladores habi-
litadas. La Corte habló de Organizaciones de Recicladores Autorizadas como
 una figura que sin exigir la constitución en Empresas de Servicios Públicos 
–esP– les permitía prestar el servicio de aseo en el componente de aprove-
chamiento; no obstante, la uaesP creó la figura de las Organizaciones de 
Recicladores Habilitadas como paso previo a las autorizadas.
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como las “entidades sin ánimo de lucro constituidas mayori-
tariamente por recicladores de oficio, cuyo objeto social está 
relacionado con la prestación del servicio público de aseo en 
los componentes de aprovechamiento y reciclaje, con un alto 
grado de empoderamiento y representatividad en los procesos 
operativos, administrativos y de toma de decisiones por parte 
de sus asociados, reconocidas mediante acto administrativo 
por la Uaesp32 (…). La inscripción en el Ruor sería un requisito 
habilitante para participar en los procesos de acompañamiento 
y fortalecimiento empresarial dispuestos por el Distrito, y para 
suscribir contratos para la prestación del servicio público de 
aseo en los componentes de aprovechamiento y reciclaje en 
la ciudad (Resolución 61, 2013).
Este fue el modelo puesto en marcha por la Adminis-
tración, cuyo carácter transitorio se había extendido hasta 
el momento de finalizar esta investigación (septiembre de 
2015). La razón, de acuerdo con el alcalde, era la imposibi-
lidad de abrir una licitación en tanto la cra no expidiese la 
nueva fórmula tarifaria que permitiese una efectiva remu-
neración a los recicladores y que hizo parte de los exhortos 
hechos por la Corte a esa entidad. 
Finalmente, el 19 de julio de 2015, la cra expidió la nueva 
fórmula mediante Resolución 720.
4.1.2. Nuevo marco tarifario33
La Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento 
Básico –cra– tiene dentro de sus competencias legales la de 
32 Para conocer las condiciones establecidas para configurarse como Organiza-
ciones de Recicladores, habilitadas por la Uaesp para la prestación del servicio 
público de aseo en los componentes de aprovechamiento y reciclaje, véase la 
Resolución 61 de 2013. 
33 Este punto se desarrolla con base en la entrevista sostenida con Alejandro 
Gualy, experto comisionado de la cra, realizada el 23 de julio de 2015. El 
experto aclaró que sus opiniones no comprometían a la entidad para la cual 
trabajaba. 
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definir el marco tarifario por el cual se regula la tarifa del 
servicio de aseo para los ciudadanos. Dicho marco, debe 
ser revisado cada cinco años. Una vez formulado, debe ser
consultado con la ciudadanía y con todos los actores inte-
resados, durante un plazo de tres meses. 
El proceso de consulta y participación se desarrolló entre 
el 2013 y el 2015, momento en el que finalmente se expide 
la fórmula tarifaria, pasando por un cambio de decreto 
sobre prestación del servicio de aseo –el 1713 de 2002, fue 
reemplazo por el 2981 de 2013– lo que obligó a ampliar el 
período de participación establecido por la ley; y un 2014 
que transcurrió en medio de mesas de discusión a nivel 
nacional, en donde cada uno de los actores concernidos en 
los efectos de la fórmula tarifaria, buscaba hacer prevalecer 
su interés. 
Los actores interesados en la fórmula tarifaria fueron: i) las 
empresas (operadores privados) representados por Andesco, 
cuya posición era de carácter técnico. Sus principales preo-
cupaciones se concentraban en la adecuada definición de los 
costos unitarios de la operación, el correcto establecimiento 
de parámetros y la correcta estructuración de los modelos 
que se establecen con metodología Price Cap o Precio Techo; 
ii) La Alcaldía, representada por la Unidad Administrativa 
Especial de Servicios Públicos –Uaesp– que, de acuerdo 
con Gualy, mostraban una posición marcadamente política 
orientada a una remuneración directa al reciclador; iii) los 
recicladores, representados por Nohra Padilla de la arB, 
quien velaba porque la tarifa contemplara, efectivamente, 
un componente para el pago del trabajo que ellos realizan 
en la actividad de aprovechamiento. 
El proceso de participación ciudadana en relación con 
la expedición de la tarifa, es una muestra clara de los dife-
rentes intereses que motivan a los actores concernidos en 
la formulación de una política pública, de acuerdo con su 
posición en la sociedad.
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Finalmente, el marco tarifario quedó formulado. La Tabla 
a continuación muestra la diferencia entre los componentes 
de la tarifa que venía rigiendo y los componentes de la recién 
aprobada, que debía aplicarse a partir de enero de 2016.
taBla 3: nuevo Marco tarifario  
según resolución 720 de 2015
Componentes tarifa vigente hasta 
diciembre de 2015
Componente nueva tarifa 
aprobada y en vigencia a partir 
de enero de 2016
1 Costo de comercialización (aten-
ción al cliente, Pqr, campañas 
educativas, facturación). 
Costo de comercialización, 
manejo y recaudo.
2 Costo de recolección y trans-
porte.
(a) Costo de recolección, trans-
porte y transferencia (esto corres-
ponde a la suma del punto 2 más 
el punto 5 del esquema anterior).
3 Costo de disposición final en 
rellenos sanitarios (incluye 
tratamiento de lixiviados por 
recirculación).
Costo de disposición final (esta 
vez sin tratamiento de lixivia-
dos).
4 Costo de barrido y limpieza. Costo de barrido y limpieza.
5 Costo de transporte por tramo 
excedente (cuando el relleno 
sanitario queda a más de 20 km 
del centro urbano).
(b) Costo por tratamiento de 
lixiviados. 
6  (c) Costo de limpieza urbana 
por suscriptor –clus– (áreas 
públicas, puentes, monumentos, 
corte de césped, poda de árboles, 
limpieza de playas, entre otros) .
7  (d) Costo por aprovechamiento.
(a) Ya no existe costo de transporte por tramo excedente. Ahora se actúa bajo el 
criterio de minimización; por el cual, cada operador decide si es más costo-eficiente 
que sus camiones vayan al relleno sanitario directamente o si conduce sus camio-
nes recolectores a un punto de transferencia, donde los residuos son trasladados 
a un tractocamión que los conduce hasta el relleno sanitario). Es importante 
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anotar que el costo del punto de transferencia y de los tractocamiones corren 
por cuenta del operador privado. En la fórmula F1 corresponde a la opción de 
llevar el camión directamente al relleno sanitario. F2 corresponde a la opción de ir
a un punto de transferencia y trasladar a un tractocamión. El operador elige la 
opción más costo-eficiente.
(b) Nuevo componente. En la estructura tarifaria vigente hasta diciembre de 2015, 
el tratamiento de lixiviados se hacía por recirculación; no obstante, durante los 
últimos años, la cra tuvo un número importante de solicitudes por parte del ope-
rador del Relleno, por cuanto la autoridad ambiental empezó a exigir tecnologías 
más avanzadas como la de osmosis inversa, esta no alcanzaba a ser cubierta y el 
negocio no cerraba. Por ello se decidió separar el manejo de lixiviados en la nueva 
estructura tarifaria. Esos ingresos adicionales no van a costos operacionales, se 
trasladan directamente a la autoridad ambiental como una tasa ambiental. 
(c) Nuevo componente por el cual se remunera la labor de limpieza de las áreas 
públicas según se señala en el cuadro anterior. En la tarifa vigente hasta 2015 
esto no se incluía y dichos costos estaban a cargo del municipio, vía impuestos. 
Todos excepto el corte de césped, tema que se manejaba de la siguiente manera: 
si la tecnología requerida para el corte de césped era la misma utilizada para el 
barrido y limpieza, la cra autorizaba cobrarla dentro de la tarifa, siempre bajo 
el principio de precio techo. Pero si la tecnología era diferente, se debía cobrar 
adicionalmente y se hacía en contrato con el municipio.
(d) Nuevo componente por el cual se remunera el trabajo del reciclador.
Fuente: Elaboración propia con base en entrevista a Alejandro Gualy, experto 
comisionado de la cra, el 23 de julio de 2015, y Resolución 720 de 2015.
Estos son, en términos generales, los puntos centrales del 
nuevo modelo. Es posible apreciar que, tras la mediación de 
la arB y la subsecuente intervención de la Corte, finalmente la 
Administración se vio obligada a hacer una reestructuración 
del esquema que modifica la configuración del mercado de 
residuos puesto que busca otorgar a los recicladores el acceso 
cierto y seguro al material reciclable. Aunque inacabado y 
muy discutido, el modelo implica sacar de la competencia 
los residuos aprovechables, al menos, al acceso por parte 
de los operadores privados a ellos. 
Ahora, el momento de la transformación y durante el 
tiempo transcurrido entre diciembre de 2012 hasta media-
dos de 2015, los distintos actores involucrados en el tema 
manifestaron sus posiciones y utilizaron los mecanismos o 
instrumentos con los que cuenta cada uno, de acuerdo con 
su posición en la sociedad, para incidir en el estado actual 
de la situación. 
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4.2. Reacciones de los actores concernidos  
en el cambio de modelo
Las reacciones de los actores ante el cambio de modelo se 
soportan de nuevo en las posturas de los autores sobre la 
construcción de referenciales en política pública. Por una 
parte, un ejercicio en el que se indaga por los valores y las 
normas34 que enmarcan la actuación de los actores en juego, 
las estrategias que usan y los intereses que los motivan, da 
cuenta de las tensiones entre referenciales. 
Por otra, y ligada a la anterior, es claro identificar dos 
grandes segmentos rivales para hablar en términos de Jobert 
(1995). De un lado están, afectos al cambio, no necesaria-
mente al alcalde y su gobierno, los actores centrales de todo 
este proceso, los recicladores y la Corte Constitucional. 
Del otro lado se ubican fundamentalmente los opositores 
políticos del alcalde, muchos de ellos, cabezas de entidades 
superiores del Estado.
Un tercer aspecto, derivado del precedente, conduce a 
Faure (1995) y las ya mencionadas dificultades de los go-
bernantes locales para emprender políticas públicas al tener 
que enfrentar rivalidades personales, responder a electores 
y velar por el cumplimiento de la normatividad nacional.
La Tabla 4 muestra un panorama general de las fuerzas 
a favor y en contra de la transformación del modelo.
34 El análisis a partir de valores y normas acoge los planteamientos teóricos de 













































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































El análisis plasmado en la Tabla permite demostrar que la 
tensión más fuerte se presenta en relación con la violación a 
la libre competencia, asumida en este estudio como el refe-
rente global que entra en contradicción con la inclusión de 
la población recicladora, referente sectorial. Referentes que 
a su vez son defendidos, cada uno de ellos, por uno de los 
segmentos rivales en juego y que corresponden, en algunos 
casos, con adhesiones o malquerencias políticas e ideológicas.
Los organismos de control acusaban a Petro de que el 
nuevo modelo violaba la libre competencia y concurrencia; 
y de que el uso de vehículos no adecuados para el trans-
porte de residuos durante los días del inicio del modelo 
transitorio, habían puesto en riesgo la salud e higiene de 
los ciudadanos. Ocurrió en consecuencia que, con base en 
un argumento legal y uno técnico, el alcalde fue destituido 
por un período de 15 años. 
4.2.1. Un nuevo concepto de eficiencia en la prestación del servicio: 
excepciones de la norma que admiten prestación directa del servicio
Al respecto, las siguientes reflexiones. Sobre el uso de vol-
quetas, no hay discusión pues evidentemente el Decreto 
1713 de 2002, en su art. 49, establece que “los Distritos y 
Municipios con más de 8.000 usuarios en el servicio pú-
blico domiciliario de aseo deberán contar con equipos de 
compactación de residuos (…)”; es decir, en este punto se 
presenta, efectivamente, una violación a la reglamentación 
técnica establecida. 
Pero, sobre la violación a la libre competencia, el motivo 
de mayor disputa, se propone un análisis riguroso, pues 
después de las evaluaciones realizadas en desarrollo de 
esta investigación, hay razones jurídicas que no han sido 
contempladas y que hacen dudar de la precisión de tal acu-
sación, las cuales, por demás, tienen un peso importante en 
la configuración de un nuevo esquema de aseo que logre la 
inclusión de los recicladores.
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La Ley 142 de 1994 establece tres formas posibles para la 
prestación de los servicios públicos por parte de los muni-
cipios: i) libre competencia pura y simple “en el mercado” 
y en ella pueden participar tanto prestadores de servicios 
públicos como privados en condiciones de igualdad; 
ii) libre competencia mediante ase “por el mercado”, modelo 
en el cual las empresas compiten por ser los prestadores 
exclusivos del servicio en una zona geográfica específica. 
Mediante licitación (en igualdad de condiciones tanto para 
las empresas públicas y privadas) se designa al ganador 
que prestará el servicio de forma exclusiva en una zona 
geográfica. Lo anterior, solo cuando el municipio lo consi-
dere conveniente y obtenga una certificación o concepto de 
la Comisión de Regulación que afirme que se cumplen los 
requisitos para ser ase, de lo contrario el régimen deberá ser 
de libre competencia. Y, iii) prestación directa y exclusiva 
por el municipio, modalidad que solo opera cuando: no hay 
competidores dispuestos a prestar el servicio; o cuando la 
prestación directa por parte del municipio derive en una prestación 
más eficiente que la libre competencia.
Estas excepciones son las que, en el caso de Bogotá, po-
drían constituir el soporte legal a las decisiones tomadas 
por el alcalde Petro, pues al parecer hay un tema que ni los 
organismos de control han entendido, ni el propio alcalde 
y su administración visualizaron (afirmación que se hace 
por cuanto en sus argumentos de defensa nunca se esbozó 
el que se expone a continuación); y es el hecho de que en 
la actualidad hay un cambio en el concepto de eficiencia en 
la prestación del servicio de aseo. 
Hasta el 2003, la eficiencia en la prestación de este servicio 
estaba fundamentalmente medida por el concepto de área 
limpia; no obstante, las decisiones de la Corte en respuesta 
a las demandas de tutela interpuestas por los recicladores, 
dan lugar a un nuevo concepto de eficiencia en el que, 
además del área limpia se vincula el de la inclusión de la 
población recicladora de oficio. Con esto se quiere decir que, a 
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partir de las sentencias de la Corte, la administración debe 
(valor, convertido en norma) velar porque, en todo proceso 
licitatorio, se garantice la inclusión de dicha población. 
Entonces: el Distrito, a través de la Uaesp, habiendo 
hecho una convocatoria pública (Licitación 001 de 2010) 
no encontró oferentes que cumpliesen con los requisitos 
de inclusión de la población recicladora, requisitos que 
el contexto social y legal exigían en su momento. Y la no 
existencia de esos oferentes, fue determinada por la propia 
Corte Constitucional que no solo suspendió sino dejó sin 
efecto dicha licitación. 
En esas circunstancias, la administración sí estaba fa-
cultada para asumir la prestación del servicio de manera 
directa y exclusiva por cuanto habiendo realizado una 
convocatoria pública, ninguno de los proponentes cumplió 
con los requisitos de eficiencia exigidos. Además, aunque 
es cierto, como afirmó la Superintendencia de Industria 
y Comercio –sic–, que la Corte no ordenó la adopción de 
un nuevo esquema de aseo, también es verdad que sí le 
ordenó incluir a los recicladores y que, por las razones 
antes expuestas sobre el proceso licitatorio y la ausencia 
de proponentes que cumplieron con este nuevo requisito de 
eficiencia, el Distrito podía usar las excepciones previstas en 
la ley para asumir directamente la prestación del servicio.
Tema distinto es si la administración estaba preparada o 
no, pero esa es otra discusión. Lo que se pretende sostener 
aquí es el hecho de que, en rigor, no hubo una violación a 
la ley por cuanto la decisión está amparada por excepciones 
establecidas en el marco normativo para tal efecto.
No obstante, y como ya se mencionó, la decisión de des-
titución se produjo y a partir de este momento la discusión 
dejó de ser técnica y jurídica y pasó al campo de lo político, 
pues, desde ese momento, el debate se concentró prioritaria-
mente en si un procurador tiene la potestad para destituir a 
un funcionario que ha sido elegido por voto popular o no. 
El esquema de prestación del servicio de aseo, se convirtió 
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tan solo en una herramienta para argumentar decisiones 
políticas y la inclusión de recicladores quedó relevada a un 
plano en el que si acaso se mencionaba. 
4.2.2. El debate político: dificultades de la implementación de 
políticas públicas en lo local
Los episodios posteriores a la destitución del alcalde dieron 
muestra de una disputa entre segmentos rivales. Una con-
tradicción entre dos organismos de control, la Procuraduría 
y la Fiscalía, cuyas cabezas vienen de dos orillas políticas 
e ideológicas distintas. El primero, “militante del Partido 
Conservador y caracterizado por sus posiciones religiosas 
(…) y anti progresistas. El segundo, quien tiene afiliación con 
el Partido Liberal es recordado en la Corte Constitucional, 
en donde fuera magistrado, como un defensor de los dere-
chos fundamentales y de la tutela” (La Silla Vacía, s.f.). En 
el ejercicio de sus funciones, cada uno, desde su institución, 
chocó públicamente con el otro al punto de establecer una 
tensa relación que, de acuerdo con los medios y la opinión 
pública, se movía en el campo de lo personal. 
En estas circunstancias son dos los temas centrales que 
se cruzan: la destitución del alcalde, la primera; y si el 
esquema adoptado por este desde diciembre de 2012 es 
respetuoso de la ley o no, la segunda. Muchas voces, desde 
las dos orillas, aparecen en defensa o en contradicción de la 
apuesta de la Administración, todas ellas clasificables con 
base en filiaciones ideológicas o políticas, según sea el caso. 
En defensa del alcalde se expresaron actores internacio-
nales tales como los eurodiputados de partidos de izquier-
da y partidos verdes, concejales del Partido Progresista y 
del Partido Verde, además de varios personajes de la vida 
política que, aunque provenientes de diferentes corrientes, 
son más cercanos a las posturas de izquierda. 
Otras voces, por el contrario, adherían a la decisión del 
procurador a propósito de la destitución del alcalde. Ese 
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fue el caso de militantes del Partido Conservador (El Es-
pectador, 11/12/2013) o de concejales de oposición de otros 
partidos, que de manera personal o como representantes de 
sus colectividades apoyaban la destitución del mandatario.
En definitiva, a propósito de un tema eminentemente 
técnico como es la prestación del servicio de aseo, se generó 
una reacción de carácter marcadamente político.
Ante la situación, también el alcalde, su gabinete, sus se-
guidores, un número importante de petristas, interpusieron 
tutelas que inicialmente fueron rechazadas por el Consejo 
de Estado (Semana, 30/08/2014) y reaccionaron utilizando 
argumentos otra vez de corte más político que técnico. 
Además de muchos otros recursos interpuestos ante las 
instancias nacionales, el alcalde acudió a la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos –cidH– con el propósito de 
solicitar medidas cautelares bajo el argumento de que, “en 
este caso, el procurador general no actuó bajo los principios 
de imparcialidad e independencia (…) utilizó su poder 
sancionatorio de forma excesiva al formular cargos con un 
contenido profundamente ideológico e inconstitucional” (Se-
mana, 11/12/2013). La cidH concedió las medidas cautelares, 
la Corte Constitucional se expresó en el sentido de que estas 
eran vinculantes (El Tiempo, 10/04/2014) y el Tribunal Supe-
rior de Bogotá ordenó al Presidente de la República –quien el 
18 de marzo de 2014 había destituido al alcalde en obediencia 
al dictamen de la Procuraduría-, restituir en el cargo al man-
datario, ahora en obediencia a la cidH, a las recomendaciones 
del Consejo de Estado y a la orden impartida por el Tribunal 
Superior de Bogotá (El Espectador, 23/04/2014). 
Es importante aclarar que el Presidente tenía en juego 
las elecciones para su segundo período presidencial, cuyas 
votaciones tendrían lugar el 25 de mayo de 2014. Ante la 
polarización que se había desencadenado tras la destitución 
de la primera autoridad de la ciudad, la decisión frente a la 
destitución o restitución se tornaba crítica, pues representaba 
ganar o perder electorado, según fuere el caso. 
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A mediados de 2015, el alcalde continuaba ejerciendo el 
mandato, amparado por decisiones de la Corte y del Consejo 
de Estado que suspendieron no solo la sanción de destitu-
ción impuesta por la Procuraduría sino también el intento 
de referendo revocatorio; lo que le garantizó terminar su 
mandato quedando a la espera de la resolución de fondo 
por parte del Consejo de Estado.
Todo lo anterior en relación con la destitución o no del 
alcalde. Ahora, sobre el asunto que originó la situación, 
el esquema de prestación del servicio de aseo, también 
intervino la Corte Constitucional, en defensa del valor que 
defendía, el de la inclusión de los recicladores; lo que en 
concreto y dadas las circunstancias se tradujo en una defensa 
a las decisiones de la Administración ante las tentativas de 
organismos de control y vigilancia de hacerla retroceder.
En consecuencia, el 26 de marzo de 2015, la Corte 
suspendió el plazo que la sic había dado a la Administra-
ción para ajustar el sistema de aseo y “solicitó a todos los 
competentes, Unidad Administrativa Especial de Servicios 
Públicos –Uaesp-, Comisión de Regulación Agua Potable 
y Saneamiento Básico –cra–, y a la propia Superinten-
dencia explicar si el actual sistema regulatorio y tarifario 
permite o no mantener y profundizar los avances que se 
han logrado en la inclusión de los recicladores” (El Tiempo, 
31/03/2015). 
En el mismo sentido, y bajo otra circunstancia, la Corte 
hizo un llamado de atención tanto a la Procuraduría como 
a la sic instándolos a privilegiar la inclusión de los recicla-
dores por sobre toda otra situación y a buscar mecanismos 
para lograr conciliar la legislación sobre libre competencia 
con dicha inclusión.
En definitiva, entre sanciones, demandas y contrade-
mandas, el nuevo esquema entró en funcionamiento, el 
alcalde continuó en el mandato, y en la sociedad bogotana 
se profundizó la polarización que ya existía en relación con 
el mandatario de la ciudad. Dado su corte social-demócrata 
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contaba con el apoyo de los estratos más bajos de la ciudad 
mientras recibía la oposición fuerte de los altos35. 
El resultado fue una política pública que quizá, técnica-
mente incompleta, se tornó improcedente por las tensiones 
políticas que se desataron tras su implementación. Y un 
alcalde que recibió sanciones políticas y no técnicas o disci-
plinarias como lo estableció el propio Tribunal Administra-
tivo de Cundinamarca en uno de los fallos proferidos a su 
favor: “(…) la Procuraduría General de la Nación desplazó 
al elector, porque, en el acto de destitución, no analizó la 
conducta disciplinaria, sino que cuestionó políticas pú-
blicas” (El Tiempo, 23/01/2014). Así, y enfatizando en las 
posturas de Faure, el mandatario en lo local se enfrenta a las 
tensiones propias de las contradicciones y rivalidades que 
se dan entre sus electores y sus opositores lo que dificulta 
la formulación y puesta en marcha de las políticas públicas. 
Conflictos entre referenciales global y sectorial, presencia 
de segmentos rivales y características propias de la imple-
mentación de políticas públicas en lo local, es todo lo que 
acompañó el cambio del modelo de aseo que se buscó en 
Bogotá en el 2012.
conclusiones
El estudio de caso sobre la política de inclusión de reci-
cladores en el esquema de aseo de Bogotá D.C., permite 
abordar temas interesantes a la luz de los referentes teóricos 
propuestos.
En primer lugar, constatar que la formulación de políticas 
públicas responde, en muchas ocasiones, a la necesidad 
que tiene un grupo de la sociedad de reposicionarse en la 
35 En el 2013, el Centro Nacional de Consultoría realizó una encuesta cuyos 
resultados mostraban que: i) el 60% de los estratos 1, 2, 3 y 4 no están de 
acuerdo con la destitución de Petro; ii) en los estratos 5 y 6, más del 60% está 
de acuerdo (…). (El Espectador, 10/12/2013).
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estructura social para lo cual utiliza los mecanismos que 
su posición y jerarquía le conceden, con miras a transfor-
mar una situación. El actor que asume la vocería de dicho 
grupo es reconocido en este caso como el mediador y su 
impulso está dado por una visión de mundo que no es ne-
cesariamente compartida por todos y, por ende, choca con 
otras visiones, posturas o intereses, generando tensiones, 
en principio, aparentemente irreconciliables. 
Las tensiones pueden darse, bien sea sobre un referente 
global o dentro de este último. 
El caso que se revisa en el presente análisis da muestras 
de una situación compleja. Se parte de la aceptación de tres 
referentes globales en juego: el ambiente sano garantizado 
por el aprovechamiento de residuos, la inclusión social y 
la libertad de mercados y libre concurrencia; los tres, ele-
mentos fundantes del Estado social de derecho, expuestos 
de manera expresa en la Carta Constitucional. 
En principio, y para este caso, estos referentes no admiten 
discusión y son compartidos por todos. El conflicto surge 
cuando los recicladores reclaman su derecho a ser inclui-
dos, solo de manera formal, en la prestación del servicio 
de aseo. Si el tema se tratase solo de inclusión, quizá el 
conflicto no se presentaría o sería de otro tipo; pero como 
la reivindicación es por ser reconocidos dentro del sector 
al que de acuerdo con su visión de mundo pertenecen, se 
presenta una contradicción.
Es este el punto en el que entra la actuación de la Corte, 
quien haciendo uso del poder que le concede su jerarquía 
dentro de la sociedad, cierra el proceso de creación de un 
referente sectorial, que convierte en norma las aspiraciones 
de profesionalización e inclusión de un grupo poblacional 
en un sector. 
Ahora, la Corte tuvo en cuenta dos de los tres referentes 
globales concernidos en la situación: los temas ambientales y
los temas de inclusión social. Pero no prestó, al menos en 
ese primer momento, atención al tercero de ellos, el de la 
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libre competencia y concurrencia. Y es aquí en donde se 
genera la más fuerte de las tensiones. Ese referencial, no 
solo hace parte de los enunciados constitucionales, sino 
que ha sido respaldado o desarrollado por leyes como es 
el caso de la 142 de 1994 por la cual se regula la prestación 
de servicios públicos.
Ante esta situación, se expresan expertos como Carolina 
Montes, quien afirmó que el fallo de la Corte “no fue cohe-
rente con la realidad del país. No es un fallo para Colombia. 
Es un fallo ‘inacatable’” (Romero, 2015f). Y aunque en es-
tricto sentido esto es cierto, es posible también pensar que 
la Corte lo que ha hecho es empujar a la Administración a 
reestructurar el esquema de prestación del servicio con el 
fin dar lugar al referencial sectorial. 
No debe olvidarse que de acuerdo con Jobert (1995), una 
sociedad debería conducir sus procesos de planificación 
sobre una misma visión de mundo, pero es justamente la 
construcción de esos consensos los que generan tensiones. 
Entonces, cabría preguntarse si las decisiones de la Corte son 
el producto de un consenso de la sociedad o si obedecen a 
acciones unilaterales de una instancia superior del Estado. 
Es interesante pensar que sobre la base de grandes con-
sensos, la Corte se ve en la necesidad de intervenir para 
velar porque en cada situación, se salvaguarde esa idea 
compartida de sociedad por encima de los intereses parti-
culares de ciertos actores. Y, en este caso en particular, velar 
porque las dinámicas económicas y sociales se ajusten en 
forma tal que un referente global no se interponga frente 
a otro. Que la libre competencia y la concurrencia no se 
opongan a la inclusión social. Es una suerte de priorización 
entre referenciales, aun cuando para el caso de la inclusión 
de los recicladores en Bogotá, la Corte no lo expresó en esos 
términos.
Ahora, es clave destacar que la obligación que impone 
la Corte a la Administración distrital, supera el mandato 
de esta última, al menos bajo las condiciones normativas 
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existentes. Esto por cuanto, tratándose de la reformulación 
de una política pública en lo local, ha de tener en cuenta 
las normas de carácter nacional que rigen la actividad: de 
nuevo la Ley 142/94. Se indica con esto que los mandatos 
de la Corte implicarían también una revisión de esa ley, 
desde el orden nacional. Este es quizás el vacío que quedó 
en los exhortos de la Corte, pues si bien dio instrucciones 
a otras instancias del Estado como la cra en relación con la 
reformulación de la tarifa en el sentido de que permitiese el 
pago por esta vía a la labor que desempeñan de los recicla-
dores, habría sido preciso también vincular, para este caso, 
al Ministerio de Vivienda, Ambiente y Desarrollo Territorial, 
con el propósito de revisar dicha ley. 
Y no solo en lo referente al tema de la libre competencia 
y concurrencia sino y, sobre todo, en relación con la refor-
mulación de la política sobre el manejo de las basuras. La 
inclusión de los recicladores no es pensable si no se entiende 
este tema desde la visión de la gestión integral de los residuos 
sólidos en el que se vincule a todos los actores de la cadena. 
Finalmente, observar que en efecto, y como lo afirma 
Faure (1995), la formulación de políticas públicas se ve 
atravesada, además de por las tensiones connaturales en-
tre referenciales globales y sectoriales, por la presencia de 
segmentos rivales que buscan hacer primar su interés y que 
en lo local enfrentan al mandatario a riñas motivadas por 
diferencias ideológicas y/o políticas en medio de las cuales 
toman fuerza los conflictos personalizados. 
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